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subnlyar ahora. Ha de tencne muy presente que,; aunque la
concesión de una amnislla implica un jwcio critico sobre toda una
etapa histó~ eliminando loa efectos nep.tivos de cierto tipo de
leyes emanadas d"""1'te.su~,Io aertoes. que los actos que
pretenden ser suprimidos mediante la ammslla primero y
mediante la proloDPción de sus efectos después, eran lícitos
cuando se realizaron, la ley los ampanlba y asilo manifestaron los
Tribunales de lusticis cuando les tocó valorar su legitimidad El
reproche que pudo bacéneles -que contrariabsn ilerecbos del
hombre generalmente admitidos en el ordenamiento internacional.
y hoy en el interno españo!- tiene su causa directa en la ley que los
permitió. As! las cosas, cabe dudar de la razonabilidad de una
medida que, declarando imprescripl1bles las acciones de amnistla
tiende a perpetuar sin limites temponlles las consecuencias o""":
sas de un reproche (que básicamente ha de dirigirse a la norma) a
los actos de los particulares que se limitaron a aplicarla.

5. El triple orden de considenlciones de ciue se ha bablado en
ela~o precedente evidencia que, si la amnislla es siempre una
insutución excepcional. que en parte desconooe las resJas usuales
de evolución del ordenamieoto jurldico, la declaración como
imprescriptibles de aquellas accion~ que nac:fan de ella y que ya
hablan presento es una nueva~ónque se aiIade ala anterior,
comprimiendo aún mú el principio de quridad jurldica. Como
tal produclOt1l de efectos excepcionales ha de ser vidorac!a cuando
carguen sus consecuencias sobre la esfera de libettad que _tiza
a todos los ciudadanos la Coostltución. Si podla ser razonable, y
aún deseable, la amnistla, y se concedió un periodo de tiempo panI
que los interesados se beneficiaran de ella, una \'02 que ese tiempo
tnlnscurrió, cesó el estado de pendencia, de provisionalidad de la
sitUación originaria; teanudando la provisionalidad mediante la
Ley 1/1984 y, exceptuando totalmente su limitación temporal,
puede decirse que la excepción se ha convettido en ..... aeñeraJ;
y que el principio de quridad jurldic:a -petpOtuamente compri­
mido- ya es ianOnldo. Con la ley impu¡nada, lá prevalencia del
valor justicia se obtiene abandonando sin condiciones la puesta en
ptáctica de la ley a la voluntad del trahoijador, que senl quien
determine cuándo y cómo hacer valer su dem:bo; la posIción
jurldica del empleador queda sometida, de nuevo y sin plazo al
arbitrio de otra persona, Y esta solución equivale a desconocer el
contenido esencial del principio de seguridad jurldic:a en el seno de
la relación de trahoijo en aspecto tan relevante como su recoostltu­
ción. Esto aconseja traslad8r al caso -contra lo que parece creer la
representación del Estado- la preocupación que ha inspirado la
doctrina de este Tn1>unal en materia de prescripción de acciones
para la defensa de los derecbos fundamentales y, por consiguiente,
declarar que el artlcu10 único de la Ley 1/1984, en cuanto que se
aplique a los contratos de lnIblVo, contravtene el lIt. 9.3 de la C.E.
que consagra el principio de seguridad juridica. .

Los anteriotO$ argumentos son aplicables, y con marar razón e
intensidad, a la re¡Ja contenida en la disposición adiCIonal de la
Ley 1/1984, que establece que «1os interesados podrán solicitar la
apllaición de la Ley de Amnistla incluso cuando haya habido
resolución judicial que declare la inadmisión del proceso por
~pción de la acció\llO. La falta de respeto a la quridad
¡uridica se acentúa en este precepto, afectancfo incluso a las
consecuencias de decisiones judiciales firmes, por lo que debe ser
declanlda su inconstitucionalidad. . ,

32273 Pleno..Recuno de amparo mlmero 351/1985. Sent_
cla númm! 148/1986, de 25 de no.iembre.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don
Fnlncisco Tomás y Valiente, doña Gloria Ile¡ué Cantón, don Angel
Latorres Segura. don Luis Diez Picazo, don Antonio Truyo! Sorra,
don Fernando Gan:fa-Mon González-Regueral, don Carlos de la
Vego Benayas, don Eu¡enio Díaz Eimil, don Miguel Rodt'ígua­
Piñero Bnlvo-Ferrer, don Jesús Leguina Villa Y don Luis López
Guerra, Ma¡istrados, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el m:uno de amparo núm. 351(1985, pi'omovido por el
PrOCUnldor de los Tribunales don Alejandro González Salinas,
asistido por el Letrado don Jesús González P!rez, en nombre y
representación de don Andlis de Pablo López y otros, impulltWlCfu
una Sentencia de la Sala Ten:era del Tribunal Supremo coittínnato­
ria de Orden ministerial de 10 de enero de 1983 en relación con la
integración .de ProfCSotO$ agregados de Universidad en el Cuerpo
de CatedrátIcos, en cuanto que la misma había incunido en lesión

6. Queda por precisar el contenido del faRo añadiendo a lo ya
dicbo las consídenlciones siguientes:

a) En la materia lítieiosa nueslnl declaración ba de limitarse
a ajinnar que no puede Implantarse la imprescriptibilidad de las
1CCI0nes -en la, relación de trabIVo- nacidas de la Ley de Amnistía,
que no pueden .modificarse d!'ásiones i)tdiciales firmes que han
declarado presentas ya determinadas lCCIones y que, por tanto, ha
de conservarse panI el futuro la inmutabilidad de laS situaciones
consolidadas por la~ón de dichas acciones.

.Esta declaración es la unk:a que en este caso puede hacer el
Tnbunal. que no puede entrar a Valorar si el plazo de prescri,Pcio­
nes c!!' las acciones que fue señalado por la jurisprudenCII en
materta laboral fue breve o prolon¡ado, si era posible introducir
otros mú acertados o si el legislador pudo obrar de una manera
distinta. Sólo se ha tratado de precisar que, en un caso como áte,
en el que han de tevisarse situaciones creadas al amparo de un
ordenamiento entonces "1:.:J":':i:3ose puede mantener iodelinida­
mentela~ posibilidad, imprescriptibles las acciones
que urven.

b) Compro\lada la ile&itimidad de la pervivencia indefinida de
las acciones derivadas de conlnltos de trahoijo en relación con la
amnistla, y que ya estaban extinguidas, desaparece por completo
panI el futuro la virtualidad de este aspecto de la amnislla
concedida en 1977, que a partir de ahOnl no podrá ser aplic:ada, ni
tampoco a los prooesoa de instancia, oriaen de estas cuestiones (sin
que ello afecte, sin em1taIllo, de acuerdo al att. 40.1 de la LOTe,
a las situaciones creadas il amI'!"'! de la Ley 1/1984, antes de su
declaración de ioconstitucionalidad). En cua1quier caso carece as!
de o.bjeto plantearse en esté proceso las cuesuones mía IlOnmcas
SUSCItadas por alaunos Masistrados de la al.'licabilidad de la
amnistla en las rélaciones privadas al no 0JÚSl1r ya medios panI
~ va!er y no ser relevantes panI la resolución de los procesos
de mstanCllL

FALLO

En atención a todo lo e.puesto...~ Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE l..uNFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NAClON ESPAÑOLA,

Ha decidido

1. Declarar la inconstltucionalidad del articulo único de la Ley
1/1984, de 9 de enero, en cuanto declara imprescriptibles las
acciones laborales incluidas en los arts. 5 y.8 de la Ley 46/1977, de
15 de octubre. '. .

2. Declarar la incoostltucionalidad de la di ..ón adicional
de la Ley 1/1984. spostCI ,

Publíquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veinticinco de noviembre de mil novecientos
ocbenta y seis.-Fumado: Gloria llegué Cantón.;"AngeI Latorre
Seaura.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyal Serra.-Fernando Gan:fa-Mon y González­
Resueral.-Eugenio Díaz EimiL-Mi&uel Rodriguez-Piñero y Bnlvo­
Ferrer.-1esú1 Le¡uina Villa.-Luis López Guerra.-Rubricado.

directa de derecbos fundamentales de los resuJados en el Capítulo
Segundo del Titulo 1 de la Coostltución.

Han interven\do el Ministerio FiJ<:al y el Letrado del Estado y
ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz EimiJ, quien
expresa el parecer del Tribunal

L ANTECEDENTES

1. Don Andrés de Pablo López y otros interpusieron recurso
contencioso-administrativo contra la Orden del Ministerio de
Educación y Ciencia de 10 de enero de 1984, de conformidad a lo
dispuesto en la Ley 62/1978. El Tribunal Supremo dietó Sentencia
el 12 de marzo de 1985 por la lI.ue se declaraba no haber lugar al
planteamiento al Tribunal Constitucional de la cuestión de inCOD­
titucionalidad de la Disposición transitoria séptima de la Ley de
Reforma Universitaria 11/1983, de 25 de ~osto, asI como la
inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo promo-
vido. "
, La eilada Sentencia del Tribunal Supremo fundaba la ioadmisi­
bilidad del recurso en el lIt. 6 de la Ley 62/1978, el cual se refiere
a los actos de la Administración Pública sujetos al Derecbo
administrativo, es decir, a actos juridicos emanados de un órgano
administrativo en manifestación de la voluntad creadora de una
situación juridica, mientras que la demanda interPuesta se diri¡ia
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contra los apartados 5 y 8 de la Orden del Ministerio de Educación
y Ciencia de 1O de enero de 1984, que es una Disposición de
categnria inferior a la Ley.

2. El 23 de abril de 1985 se presentó por el Procurador de los
Tn1>unales don Alejandro Gonzá1ez Salinas en nombre de los
recurrentes recurso de amparo contra la expresada Sentencia del
Tribunal Supremo de 12 de marzo de 1985. Al exponer los hechos
que se fundamentaba la demanda, se deeía que el recurso de
amparo se interponía contra la expresada Sentencia en cuanto que
la misma babía incurrido en lesión directa de derechos fundamen­
tales de los regulados en el Capitulo Segundo del Titulo 1 de la
Constitución, en cuanto que el declarar inadmisible el recurso
contencioso-administrativo lesionaba el derecho a la tutelajurisdic­
ciona! efectiva que consagra el arto 14 de la Constitución y al no
entrar en el fondo del asunto no babía reconocido el derecho al
acceso a los car¡os públicos en condiciones de i¡uaIdad que
reconoce el art. 23 de 1& Constitución, en relación al art. 14.

3. En la demanda se justificaba la concurrencia de los requisi­
tos necesarios para la admisibilidad del recurso de amparo.
Particularmente se expresaba que se babía asntaOo la vía judicial
precedente, como exige el art. 43.1 de la LOTe. al haber dietaOo
Sentencia la Sala Tercera del Tribunal Supremo y asimismo se
habían asolado todos los recursos judiciales, cómo exige el art.
44.1, al, de la LOTe. Se añadia que la doclrina sentada por la
SentenC1ll impugnada no es correcta, pues pugna con la recta
interPretación del arto 6 de la Ley 62/1978, con jurisprudencia
anterior de la misma Sala del Tn1>unal Supremo y con la debida
conexión que nuestro ordenamiento establece entre los procesos
especiales de la Ley 62/1978 Y el recurso de amparo que resuJa en
el Título 1lI de la Ley Orgánica dispuesto en su art. 41.2,
argumentos que permiten rechazar la interPretación de que la Ley
62/1978 sólo es aplicable a actos y no a normas. Se afirmaba,
aSImismo, que la Sentencia del Tribunal S"premo declara no baber
lupr al plantemlento al Tribunal Constitucional de la cuestión de
inconstitucionalidad de la Disposición transitoria sq,tima de la Ley
de Reforma Universitaria 11/1983, de 25 de asosto,!'!" estimar en
el considerando segundo que dicha inconstitucionalidad no afecta
a la Orden impugnada, cuando ésta no es sino desarrollo de
aquélla, añadiendo este mismo considerando que no concurre en el
Tribunal la consideraciólr animica sobre la duda de la constitucio­
nalidad o no de la Ley, lo cual permite entender que con arreglo a
la juris~encia sentada por el Tribunal Constitucional en su
Sentencl& de 31 de marzo de 1982, se ba asolado la vía judicial
procedente.

4. La demanda de amparo se fundamentaba en los argumen-
tos que, sintéticamente expuestos, son: _ ..

El principio de igualdad ante la Ley, co_do en el arL 14 de
la vigente Constitución, no es tan sólo un principio informador de
todo el ordenamiento jurldico, sino que, como expresamente
dispone el art. 53.2 de la misma, tiene técnicamente la naturaleza
de derecho fundamental, carácter que ba sido reconocido por la
jurisprudencia del Tn1>unal Constitucional. En el caso presente de
adjudicación de detenninadas plazas de Catedráticos a Profesores
~os de Universidad, la Constitución establece unos princi­
IItOS de provisión de los cargos y fonciones públicas que suponen
una efectiva concreción del principio de igualdad que sanciona el
art. 14 y que recogen en los arts. 23 y 103 de la Norma
fundamental. Cualquier norma que atribuya una posición de
beneficio o ventaja de unos funcionarios sobre otros de igualdad o
superior titulación sin basarse en consideraciones directas de un
supuesto mayor mérito o capacidad, es por tanto inconstitucional,
por no concurrir la justificación ob~etiva y razonable de la
desigualdad que exige el Tribunal Consl1tucional,la cual en nin¡ún
caso podia desconocer el principio de mérito y capacidad que la
propia Constitución consagra. En nuestro ordenanuento se contie­
nen expresas declaraciones afirmando la imperatividad de tales
princiPIOS en las nonnas re¡uladoras de la provisión de las
Cátedras universitarias, entre las cuales cabe citar el art. 41.1 de la
Ley de Reforma Universitalia y los arts. 38 y 39 de la misma Ley.

La Disposición transitoria sél!tima de la Ley de Reforma
Universitaria entraña una violaCIón del principio de igualdad
contenido en el art. 14 de la Constitución en relación con el art. 103
de la misma Norma fundamental. La previsión por la que se
integran directamente en el Cue~ de Catedráticos de Universidad
los Profesores asresados no es objeto de impugnación en el recurso,
sino que el mismo se dirige contra las prevt5Íones que suponen que
el leg¡sIador ba querido suprimir las regJas generales de proviSIón
de Cátedras, tanto las que regían con la normativa universitaria
anterior que imponían el concurso de traslado entre Catedráticos o
el concurso oposición libre como las de la propia Ley de Reforma
Universitaria que se contienen en los arts. 39.3 y 38. La Disposi­
ción transitoria, en efecto, al detenninar la adscripción de los
Profesores agresados de Universidad integrados en el Cuerpo de
Catedráticos de Universidad a la misma plaza ahora transformada
en Catedráticos con nombramiento anterior a la LR.U. Con

:t !a~'::';'¡";'i.'''~i;;;~''';'i';:
notoria arbitrariedad la Disposición consagra un beneficio siD8lllar
en favor de los simples Profesores asresados, mientras que las
plazas de Catedráticos adjudicadas debían ser provistas de confor­
midad por las normas generales y, en todo caso, por un sistema que
respete los principios constitucionales de igualdad consagrados en
los arts. 14 y 23 de la Constitución. La solución establecida en la
Disposición transitoria séptima de la LR.U., que supone un trato
diseriminatorio en favor de los Profesores a¡repdoa de Universi­
dad integrados por la misma en el Cuerpo de Catedráticos y en
periucio del resto de los miembros de este Cuerpo, es, si cabe, más
discriminatoria en el caso de la adjucación de tales plazas de
Catedráticos a quienes obtengan la plaza de Profesor asregado en
virtud de concwao-oposición convocado con anterioridad a la
entrada en vigor de la LR.U. La transfoml&ción opera aquí COmo
auténtica desviación de poder, pues supone una efectiva elimina­
ción de eventuales &SJli!:antes o concursantes no interesados en
determinada p\aza de inferior categnria docente a la que personal­
mente poseen.-,

La adjudicación directa de las nuevas plazas de Catedráticos a
los Profesores agresados carece de toda justificación objetiva y
razonable. Las soluciones razonables para la integración de los
Profesores a¡regados en el Cuerpo de Catedráticos de Universidad,
respetuosas con el principio de igualdad, POdrían baber sido la de
establecer un concurso general de tr8sIado entre Catedráticos
numerarios de Universidad con todas las plazas vacantes, más las
que resultaren de los traslados de los proptOS Catedráticos aspiran­
tes, o, finalmente, la de establecer que la provisión por concurso,
sin especialidad aJ¡una. Cualquiera de dichas soluciones cuenta con
gran tradición en nuestro derecho funcionarial, donde el concurso
general de resultas es un método de provisión de vacantes
ampliamente utilizado y no cabria frente al mismo escrimir que se
trata de sistemas complejos, ~to que están plenamente eXI!efÍ­
mentados y la AdministracIón Pública no puede alegar DI su
desconocimiento ni la mayor o menor dificultad de su gestión.

S. La demanda terminaba solicitando del Tribunal Constitu­
ciunal: al La nulidad de la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo de 12.de marzo de 1985; b) La declaración de nulidad de
la Disposición transitoria sq,tima de'la Ley 11/1983; cl La
declaración asimismo de nulidad de los apartados quinto Yoctavo
de la Orden del Ministerio de Educación t Ciencia de 10 de enero
de 1983 en cuanto aplica la citada DispoSIción transitoria séptima
de la Ley 11/1983; dl El reconocimiento del derecho de los
recurrentes a participar en los sistemas de adjudicación de las
Cátedras cubiertas en aplicación de la Orden nnnisterial s que se
refiere el apartado antenor, y e) La condena a la AdminiSlración del
Estado a adoPtar cuantas medidas y providencias fueren necesarias
para el pleno restablecimiento del derecho fundamental vuloerado.

6. El 3 de julio siguiente se dietó providencia admitiendo a
trámite la demanda de amparo y reclamando del Ministerio de
Educación y Ciencia y del Tribunal Supremo las respectivas
actuaciones administral1vasljudicialeS y una vez éstas recibidas se
dietó el 28 de enero de 198 providenC1ll acordando acusar recibo
de las mismas, tener 1"": comparecidos en el recurso a los
Procuradores don AntonIO Rodriguez Mudoz, en nombre y repre­
sentación de don Eduardo Ros Diez, y doña Maria Gracia Garrido
Entrena, en nombre y representación de don Javier del Prado
Biedma y otras 182 personas más y dar trámite de alegaciones por
plazo común de veinte días a las partes personadas, al Letrado del
Estado al Ministerio Fiscal.

7. ~s recurrentes presentaron escrito pidiendo que se diete
Sentencia de conformidad a la súplica de la demanda de amparo
con fundamento en las alegaciones que, sintetizadas,. se exponen a
continuación: 1l En los hechos del escrito de demanda se exponen
los anteoedentes que han obligado a mis poderdantes a interponer
el recurso de amparo. Interesa destacar que los demandantes son
todos ellos Catedráticos de Universidad de las disciplinas que se
señalaron. 2l La Orden ministerial de 10 de enero de 1984, que fue
objeto de recurso contencioso-administrativo, lesionó de modo
directo e inmediato el derecho fundamental de igualdad regulado
en el art. 14 en relación con los arts. 23.2 y, en especial el art. 103
de la Constitución. En efecto: La violación del citado principio tal
como se expresa en los fundamentos jurldicos 2 y 3 de la demanda,
se concreta en la atribución a los Profesores ~os, a los que
convierte en Catedráticos la Disposición tranSltona sq,tima de la
Ley de Refonna Universitaria, de las plazas que ocupaban hasta ese
momento, pero ahora como Catedráticos, por el SImple hecho de
ocuparlas en la repetida condición de Profesores agregados. La
vuloeración del principio de igualdad, reflejada en la neoesidad de
convocar los correspondientes concursos para la provisión de las
plazas de Catedrál1CO, al objeto de proveerlas confonne a los
criterios de mérito y capacidad que consagran en el art. 1013 de la
Constitución en relación con el art. 14" es clara. Sólo por los citados
concursos y los requisitos para participar en los mismos, se
satisface el principio de ij¡uaIdad que consagra el art. 14 de la
Constitución. La adjudiCllClón directa de las l.'1azas a los antiguos
Profesores agresados, supone una discriminacIón de los Catedrati-
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cos numerarios de Universidad, que tienen mayores méritos que
aquéllos, pues no en vano alcanzaron dicha categorla, en la
mayoría de las ocasiones (por lo que se refiere a los recurrentes), en
concursos de acceso a cátedras en los que también participaron, sin
éxito, dichos Profesores Agregados. Constituye., pues, una solución
arbitraría y contraría al principio de igualdad, que el legislador
imponga un sistema de adjudicación de las nuevas plazas de
Catedrático, en el que se impida participar a todos los restantes
Catedráticos. Es decir. se impida que las plazas sa)gan al obligado
concurso para su provisión, que es la regla general Yobligada por
la provisión de todas las demás plazas de Catedrático de Universi­
dad La violación del principio de iguaJdad es, pues, evidente.
como se argumenta más extensamente en el escrito de int~si.
ción. Se trata de una solución legislativa que persigue, sin justifica­
ción racional alauna. favorecer a unos Catedráticos, los recién
ascendidos ope 7e,ii a la categoría 1'0/ la propia Disposición
transitoría séptima de la LR.U. en pelJuicio de los derechos de los
demás Catedráticos numerarios. Derechos que se concretan en la
posibilidad de ~car con arreglo a las realas generales en el
sistema de provisión de las repeliilas plazas que araciosamente se
adjudican de forma directa a los anti$Uos Profesores A¡regados, tal
corno dISponen las Disposiones transltorías séptima, 2, Yoctava de
la citada Ley de Reforma Universitaria.

Se ataca así un derecho de los recurrentes a que se establezca por
el Tribunal o Comisión correspondiente sus mayores mmtos trente
a otros candidatos en orden a la provisión de las plazas que por la
l.R.U. se adjudican directamente a los antiguos Profesores agrega­
dos. Derecho que se deduce del propio art. 103.3 de la Constitución
y que es un reflejo en esta Suprema Norma del principio constitu­
cional que recose el art. ,14 de la propia Constitución. La solución
ofrecida por e!le¡isIador supone una diferencia que carece de razón
objetiva que la justifiaue deade el punto de vista teleológico
(criterio sentado por e! tribunal Consutucional en su Sentencia de
10 de noviembre de 1981). pues' no cabe entender como tal
justIficación razonable de la medida adopta que rompe las reslas
generales de adjudicación de plazas del profesorado universitario.
el mero hecho de favorecer ¡"Iuilu perst)1tQI! a los antiguos
Profesores~ Frente a este claro beneficio, se produce un
real peIjuiClo a los recurrentes, que pueden participar en los
obligados concursos para la proviSIón de todo tipo de J?lazas de
Catedráticos, peIjuicio c¡ue se produce con violación repeumos, del
principio de igualdad 3) Es necesario poner de manifiesto que en
el presente recurso de amparo no nos enfrentamos con una simp~e
modificación normativa, que establezca para el futuro un cambio
de criterio de sistema de provisión de las~ de Catedrático de
Univmidad Sino con una disposición legislativa sin¡ular. para un
solo momento y para unos beneficiarios concretos, que, una vez
aplicada, ya no pocIrio~ en e! futuro. La, violación del principio
de igualdad en peIjuicto del derecho de los recurrentes, es pues,
notoria. Se realiza en beneficio no justificado. dado que nos han
demostrado mayores mmtos que los demandantes, sino más bien
es evidente lo contrario, de un grupo concreto de antiguos
Profesores~ de Universidad El c:arácter de beneficio
singular, no justificado, resulta más notorio si se tiene en cuenta
que a tenor de 10 dispuesto en la disposición transitoria ten:era
LR.U., el acceso mismo al Cuerpo de Catedráticos es un derecho
dispositivo de los propios Profesores A¡repdos. Dicho apartado
dice así: «3. En todo_~Llos Profesores AIreIados de Universi·
dad que así lo deseen poanm solicitar ser exefuidos de la aplicación
d~ esta tIisposición transitoria y quedarán en situación a extinguir.
Dichos Profesores Agregados, no obstante. podrán participar en los
concursos de mmtos para cubrir plazas de Catedráticos que se
convoquen y tendrán todos los derechos académicos inherentes a
la .condición de Catedrático.» Es decir. que 14:'si uiera la.desapañ­
Clon de la categoria de Profesores AJregados argüirse como
criterio justificativo de la arbitrana soluci n legislativa que se
impugoa, pues queda claro que tal categoria no se exlingue,
quedando quienes lo deseen en «situación a extinguint, y 4) 1'or
todo ello, y no habiéndose desvirtuado en nun¡una fase procesal
anterior, la falta de justificación objetiva y racioDaI de las repetidas
soluciones legislativas (tal como declara la Sentencia 33/1983. de 4
de mayo, de este Tnbunal Constitucional). debemos dar por
reproducidos los llIJUU1entos que se contienen en nuestro escrito de
interposición ante este Tribunal Constitucional y solicitar e!
amparo demandado. .

8. Los coadyuvantes don Javier del Prado Biedrna y otros.
Catedriticos de Universidad procedentes del Cuerpo de Profesores
Agregados, presentaron escrito en el que suplicaron: a) la inadmi­
sibilidad del recurso de amJ"!"Y, h)· en defecto de lo anterior. no
haber lugar al amparo solicitado por no violar la Sentencia" la
Orden ministerial y la Disposición transitoria séptima de la Ley
1l/19g3 ninSún derecho fuildamental prote¡ido por los arta. 14 a
30 de la Constitución; y cl la improcedencia de acceder a las
demás pretensiones contemdas en el citado recurso de amparo;
alegando en su fundamento las alegaciones que. en esencia, se
exponen a continuación: 1) La mayor parte de la'exposición de

antecedentes liIeticos del recurso de amparo, se centra en la mera
afirmación. improbada, indemostrable e tneneta, de que los
recurrentes J?05een mayores mmtos que los demandados y una
larga (pero mcomp!eta y sesgada) transcripción de los debates
parlamentarios en relación, no con la Orden ministerial objelO del
recurso contencioso-administrativo. sino con la Disposición transi­
toria séJ?tima de la Ley 11/1983. de 2S de agosto. de Reforma
UniverSItaria, de la !lue aquélla seria mera reproducción. Lo cual
pone en evidencia, dicho sea de paso. que 10 que en e! proceso se
disc:utia no era la vulneración de derecho fundamental alguno. por
la Orden ministerial recurrida, sino la racionalidad o convertiencia
de la solución, dada a un viejo problema universitario. por una
determinada Lev. en cuya discusión parlamentaría hubo llIJUU1en­
tos, como es sólito. para todos los gustos, a favor y en contra, de
la solución que finalmente prevaleció. Como se ha dicho por la
representación de las Universidades que comparecieron en los
recursos de instancia, ... la parte aetora le gustan más las soluciones
ofrecidas por algunos parlamentarios que las adoptadas finalmente
por las Cortes tJenerales al aprobar la Lev, y pretenden que el
debate continúe ahora». Y es por ello que, frente a los llIJUU1entos
jurídicos, prima en el recurso la idea de qu.e las soluciones que se
propician en el mismo son mejores que las de la ley, Para lo c:uaI,
se pretende que los defensores de la tesis de los recurrentes están
avalados por todas las garantlas de la objetividad y la imparciali­
dad, lo que no ocurriría con los contrarios. 2) Se pretende que los
recurrentes tendrían mayores mmtos -si no capacidad-o serían
más anti¡uos, habrlan deIIIostrado mayores conocimientos y en fin,
habrían superado pruebas de acceso a las cátedras, en competencia
con los Agregados, que se habrían quedado en ese nivel por no
haber lOIIado obtener o superar las pruebas correspondientes. Hay
aqul una contradicción de principw, pues si se admite que los
Asre.B!'!los y Catedráticos tienen los Dllsmos derechos, aocedieron
por idénticas pruebas selectivas, realizan las mismas funciones, y
poseen idéntica titulación (y eso 10 admiten, incluso los enmendan­
tes tan citados por e! actor). resulta que elllnico mmto que podrían
aducir los Catedráticos es que cobran más que los A¡iegados,
aunque 6stos no trabajasen menos. Pues admitida la igualdad
fáctica, moral y social, sólo quedaba la consecuencia de reconocer
esa realidad en ell!U!lCO~urídico. y eso es 10 9)1e hace precisamente
la Ley de Reforma Umversitaria, en su Dis~ción transitoria
séptima. Pero es que aparte la patente contradicción aludida no es
rigurosamente cierto. sino más bien falso, los supuestos mmtos
diferenciales de los Catedráticos sobre los Agregados. En efecto. los
Catedráticos que recurren no son más' antiguos en la función
docente, ni necesariamente han vencido en pruebas selectivas
frente a los aqul recurridos. 3) Lo que se ¡m:tendió realmente por
los recurrentes al acudir a la vía ¡urisdit:cional sumaría fue e!
planteamiento de un auténtico recurso de inconstitucionalidad
contra la disposic:ión transitoria séptima de la Ley 11/1983. de
Reforma Umversitaria, aprovechando un cauce procesal inade­
euado. al tiempo que se trataba de obtener. a través de ese mismo
cauc:e, la suspensión de la ejecución de la Orden impugnada (por
ser excepcional en la vía contenciosa, y general, por e! contrario, en
la de la Ley 62/1978), Se era consciente, sin embar¡o. por los
recurrentes, de que el Tribunal SUJ?TelTIo no podría declarar la
nulidad de la Orden impugnada, _ntepor tratarse de mera
reoroducción de 10di~ en una norma con rango de Ley, Que
elfo es as! resulta meridianamente de la ~era de las peuciones
de! Suplico de la demanda, en que se soliata del Tribunal Supremo
que «Dlantee al Tribunal Constitucional la cuestión de inconstitu­
ctOnaIldad de la DisDosición transitoria séptjma de la Ley 11/1983.
razonándose inmediatamente antes del Suplico. en la l'!"pia
demanda sobre <da procedencia del planteamiento de la cuesMn de
inconstitucionalidad que se pretende en primer lugar. a fin de que
e! Tribunal Constitucional poeda pronunciarse sobre eues1lón
reservada a su eulusiva competencia ...». Y por si fuera POCO. se
añadfa, con no velada amenaza, que «de no hacerse así esta parte
se verla obligada a recurrir en amparo. a fin de que fuese e!
Tribunal Constitucional el Cl)J;C. en SU Sentencia, realizara estos
pronunciamientos, en aplicación del art. 55 de su Ley Orgánica»,
Se plantean, por consiguiente, dos c:uestiolles conexas y previas:
a) la procedencia de la vía sumaría de la Ley 62/197g como un
auténtico recurso de inconstitucionalidad, y b) la obliaación de la
Sala de plantear. o no. la c:uestión de inconstitucionalidac! que con
aquel caráeler· imperativo se le solicitó por los recurrentes. En
relación con lo primero, la Sentencia recurrida viene a recordar al
respecto, frente a la tesIS de los recurrentes, que el planteamiento
de la cuestión de inconstitucionalidad no es una obligación, sino
una facultad, del Tribunal. Respecto a lo segundo. no vamos, a
entrar en la consideración adicional' de la sentencia en virtud de la
cual se declara illadmisible el recurso contencioso -Ley 62/1978-.
basada en una distinción entre actos y disposiciones como objeto
de aqu~~ que resulta evidentemente discutible, Es por eso. que a
este único ar¡uniento se afemn ahora los recurrentes en amparo,
obviando los mejor fundados e indiscutibles que dejamos transcri­
tos. Todavía se podría admitir, a efectos exclusivamente diaIkIi·
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coso que. entrando en el fondo del asunto,' debió el Tribunal
Supremo entrar en una díseusión sobre si la Orden (y la Ley que
reproduce) lesionan o no un derecho fundamental. reali2ando as!,
lo que la doctrina ha denominado un juicio de constitucionalidad
POSItiva. Es evidente que tal juicio ha existido. como lo revela la
frase del considerando transcrito, sepln el cual es preciso para que
se plantee la cuestión de inconstltucionaIidad «qUe el Juez o
Tribunal pueda tener duda sobre la constitucionaIidad o no de la
Ley.•. y es asi que.., esta consideración animica del Tribunal... no
conCUITe en el caso que se oontempla>t. Si esta fundamentación no
es más explícita se debe, sin duda, al hecho de <¡ue el Tribunal
consideró lIUlecesaria una diacusión extensa del tema, supuesto que
procesalmente entendia improcedente el planteamiento de la cues­
tión de inconstitucionaIidad. Nin¡uno de los ar¡umentoa en que
dice basarse el recurso de amparo es admisible, Porque si el miomo
se declaró indamisible fue _te Porque no COlICUIrian los
requísitoa para su admisibilidad, y si no se entró en el foDdo del
asunto, sino directamente, fue porque, al ser improcedente la
cuestión de inconstitucionaIidad -y más aún'en el seno del
contencioso-sumarlo de la Ley 62/1978-lOdas las demás preteDsio­
nes de los recuJ'm1tes no eran estimables, al esta< vedado a la Sala
un juicio de inconstitucinnaIidad especifica. Razones todas ellas
más que suficientes, entendemos, I"'!'! que el Tribunal CoIlBlÍtlSCÍt>­
naI concluya declarando la inadm1sibilidad del recurso de amparo.
4) En cuanto al foDdo del asunto, tanto la tesis de la demanda
como el recurso de amparo, se basan en una deformación de ~
bechos, del sistema lepI de provisión de pueatoa de 1rabajo en el
Cuerpo de Catedráticoa de Universidad, y en una cIefonnaCión, en
fin de los efectoa juridicos prodocidos por la transitoria Rptima de
la Ley 11/1983 Ylos preceptos de la Oiden minísterial impugnada.
Dí¡ase, de entrada, que los hechos son por comll1eto dífereiltes, y
que si hubo infracción del principio de í¡wIldad fue antes de la Ley
11/1983, Yno después, pues esta Ley vino, cahalmente, a terminar
con la Íl\Íusta discriminación inferida a un colectivo de Profesores
Ilj!Csados. para los que nin¡una llIZón exist1a que justificase un
diferente trato -ni siquiera en la denominación- en ri:lación oon el
de Catedráticos. Comencemos por decir algo en relación a la
pequeña historia del CuaI]lO de Profesores Agrepdos. Es1e Cuerpo
no exist1a durante la vigencia de la Ley de Ordenación Universita­
ria de 1943, en la ~ el Profesór acljunto pasaba, tras el
procedimiento establecido en la Ley, directamente a la CátedIa.
Pero, este esquema sencillo fue alterado por la Ley de IS de julio
de 1965, y confirmado luego por la Ley Genera1 de Educación y
Financiamiento de la Reforma Educativa, de modo que entre el
Adiunto y el Catedrático se introdujo un tertium gen.....no bien
definido frente a los Catedráticos, y que era, en rea1idad, la
respuesta a los problemas de masificación de la Universidad, que
de esta forma contaba con alcanzar dos fines: una cobertnra de las
núevas necesidades de docentes, por personas a las que se iba a
exi¡ír mayor dedicación y se les iba a dar menor retribución que a
los Catedráticos. Probablemente se trataba, también de que los
Catedráticos se mantuvieran en el nivel de un Cuerpo poco
numeroso, oon el fin de preservar su prestisio Y su car6c:ter de
Cuerpo de élite no sólo en la Universidad sino en la sociedad
:~ola. No es ni- lÓjico, ni justo, que exiatan dos cateaorfas

.ni-strativas diferentes de Profesores universitarios que poseen
los mismos requísitos para su reclutamiento y que desempe6an
idéntica función, docente e investipdora. En erecto, como hemos
dicho por una parte el concurso-oposIción para la adscripción al
Cuerpo de Profesores Asref¡ados es exactamente el mlSlno que para
la entrada en el CuerPo de Catedráticos: exi¡encla de dos alIos de
docencia, título de Doctor y la realización de los mismos seis
ejercicios públicos. Y, por la otra, la propia I.er de c:reación del
Cuerpo otorpha a los íníembros de éste los nusmos derechos y
oblisaciones que los Catedráticos. De tal~ durante estoa
alIos se han estado celebrando oonCUrsos-oposICIOnes idénticos
para plazas que unas veces eran de Profesor a¡repdo y otras de
Catedráticos. La obtención de una y otra caleforia no estaba, pues,
en función de los méritos respectivos, sino SImplemente del azar.
Azar que incluso podía condicionar también el paso de uno a otro
Cuerpo, sin mérito adicional alguno, como lo proeba el hecho, de
que en a1gunos casos se haya accedido de~o a Catedrático
con escasos días de anti~ En definitiva, se P.!'ede afirmar la
injusticia de la dlatinción de dos categorías diferentes que se
obtenían con los mismos requísitoa académicos y juridicos, para
cumplir funciones idénticas. A pesar de que los méritos eran
exactamente los mismos para entrar en uno y otro Cuerpo, la
situación de aquellos opositores que obten1an plaza de~
eran manifiestamente injustas con respecto a los Catedráticos. Y
ello desde dos perspectivas diferentes. Por un lado, desde el punto
de su carrera académica, los Profesores~os se enoontrahan
discriminados, puesto que no podlan deSeri1peñar tos _ de
Rector, Vicerrector, Decano, Director de Departamento con todo
lo que significa igualmente desde el punto de vista econóntico.
Discrimínación que ha ido aumentando paulatinamente, en contra
del espiritu y la letra de la Ley de c:reación, mediante el desarrollo

de incomprensibles Decretos, Ordenes o simples Resoluciones
ministeriales que han conducido a una situación, en muchos casos
lamentables, del Profesor agregado, tiente al Catedrático.

Por último, existe otra tercera razón para la supresión del
Cuerpo de Profesores Agregados de Universidad y que se hasa en
el hecho de que desde él ¡jUnto de VÍsta estrictamente académico
ciertos Profesores Ilf108Ados vienen deoempeñando de Jacto. y dei""'. las mismas actividades, que los Catedráticos: imparten clases
teóricas, poseen programa propio, dirigen tesis doctorales, partici­
pan en tribunales de Adjuntoa y A¡re¡ados, y hasta ejercen ...n
funcioJleslO el puestO de Decanos en muchas Facultades. Todo eUo.
como el Proyecto de Ley de Autonomla Unversitaria reconoció. no
justifica la existencia de esta caleloria de Profeso..... Se imponía,
pues, su supresión para que pasen a intqranle en un Cuerpo único
de Catedráticos de Universidad. .
. En torno al car6c:ter de la inte¡ración en las propias plazas. se
ha querido dar la importancia de que es un hecho insólito, anormal
y excepcínnal, un~:o intolerable y único. Nada de eso es
cierto. Desde la Genera1 de Educación, al menos hemos
oontemplado como de Cuerpos se integraban o refundían
en otros, muchas voces de nivel superior (el caso, por ejemplo. de
los Cuerpos docentes del Real Decreto 1074/1982). Yen todos esos
casos, los integrados han permanecido en BUS plazas, abora trans­
formadas y en un nivel superior. La propia Ley de Reforma
Universitaria dedica otras de sus Disposiciones transitorias a
reaular inte¡raciones de unos Cuerpos en otros. As!, en la Disposi­
ción transitoria quinta se oontempIan nada menos que cuatro de
estas intejp'aciones. Pues bien, en todos los casos, las inte¡raciones
se efec:tWU1 en lOS propias plazas, de modo que hay una especie de
costumbre .(si de tal puede hablarse) que impone, evidentemente,
que la integración se hap siempre en las mismas plazas. Y parece
IÓjico que as! sea, pues una cosa es que el Estado, por razones de
interés JlÚblico, pueda suprimir un Cuerpo de funcionarios o
integrarlos dentro de otro, Yotra muy distinta, 'loe al socaire de
esta reor¡anización se limite el derecho a la tnaMovilidad de
residencia, en beneficio de los miembros.del Cuerpo en que se les
inteare, como<.una especie de tributo a pa¡ar por esa unilateral
inte¡ración. .

Los 'lUpuestoa de intesraciónen las propias plazas se cuentan
por decenas. Si una Sentencia declarase la insconstitucionalidad de
ese tipo de inte¡ración, se produciría una situación caótica de la
función pública y de la función docente en especial, que tardaría
alIos en arresIarse. Suprimido el~ ¿'lué hacer con los
A¡repdos? La Ley de Reforma Universltana lo que hace es
integrar en el Cuerpo de Catedráticos a los A¡regdos manteniéndo­
los en la Universidad y residencia anterior, pues es su derecho el
de inamovilidad. Por eso dice la Ley,'a>n expresión quizá no
demasiado feliz, pero si¡níficativa que les mantiene en «sus propias
plazas». Si esto es lo que hace la Ley, lo que la Ley no hace, es
Qbalmente lo que quieren los recurrentes; la Ley no crea nuevasf!:;,de Catedráticos, sino que integra a los A¡regados en el

de Catedráticos. Consiguientemente, no se sustraen al
procedimiento ordinario de provisión esas plazas, por el sencillo
dato de que no se encuentran vacantes en ningún momento. La
consecuencia fundamental que se obtiene de 10 anterior es que no
existe lesión de nin¡ún tipo, de derechos subjetivos, y ni siquiera
de inteeeses lqítimos O expectativas para los recurrentes.

Se trata, en suma, de una técnica organizatoria, establedda
lOIislativamente que no infriJlge el principio de iBUa1dad. Siu
embarxo, y aunque a efectoa dialécticos admitiéramos -y. repeti­
mos, SÓlo a eIi:ctos dialécticos- que ha habido un tralQdes~ éste
no constiuíria, sin más infracción del principio constitUCIonal de
iaualdad. precisamente porque dicho trato se debe a razones
óbjetivaS de interés público y a condiciones de respeto a los
derechos~~~i¡ualmente IlIZOnables.

El Tn nstitucional tiene establecida una reiterada
jurisprodencla concorde por lo demás con la del Tribunal Europeo
de Derechos Humanos, por lo que no toda desigualdad constituye
discriminación, sino sólo aquella que carece de llIZones objetivas
que se refiere a conductas arbitrarias o no justificadas de los
poderes públicos (Sentencias del Tribunal Constitucional 22/1981,
de 2 de julio; 9/1982, de S de mayo; S9I1982, de 28 de julio, y
8/1982, de 4 de marzo.

Por último, la práctica de las integraciones masivas de uno o
más Cuerpos en otros se constituye en el motor de reforma de la
función pública docente y general a partir de la Ley General de
Educación en 1970 y de la Ley articulada de Funcionarios Púhlicos
de 1964, Ylinalmente en la reciente Ley de Reforma de la Función
Pública. La aplicación de estas Leyes supone la intesración o fusión
de decenas de Cuerpos y Escalas. Pues bien, el criterio común de
tales inte¡raciones es que los funcionarios afectados por ella no son
trasladados de residencia, sino que son siempre confirmados en
4lSUS plazas», cualquiera que sea el procedimiento ordinario de
acoeso al CuerPo. S) El recurso de amparo pretende que no sólo se
viola el art.'·f4, smo. en conexión con él y concretamente, el
an. 23.2 de la Constitución, hasta el punto de mvocar este precepto
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como fundameoto de dicho recurso. Esto no es más que un error
de exégesis. Pues es evidente que el núm. 2 del art. 23 no se refiere
al acceso a la condición de funcionarios públicos profesionales, sino
a las funciones y ClIIJOS públicos, esto es, a las funciones políticas
y representativas aludidas en el núm. 1 del mismo articulo. La
Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de febrero de 1984 es
inequlvoca en este sentido. 6) El recurso de amparo -<:omo antes
el contencioso- pretende fundamentar su pretensión en una
supuesta conexión entre el art. 14 de la Constitución y el art. 103.3
de la misma, que establece el acceso a la función pública conforme
a los principios de mérito y capacidad. Y de esa forma se recoge un
Iar¡o aJeaato diriJido a~ que el «acceso» de mis mandantes
al Cuerpo de catedráticos se ha realizado conlrariando tales
principios. Aparte de que tales afirmaciones no son de recibo, es
que, aun en el supuesto de que admitiésemos, a los efectos
exclusivamente dialécticos, que la Orden impu¡nada Y la transito­
ria séptima de la Ley 21/1983 de la que trae causa hubieran
incurndo en a!Juna intracción del citado art. 103.3 de la Constitu·
ción, se tratarla, evidentemente, de inJioacciones constitucionales
que no fundamentarian, en modo alguno, ni el recurso de amparo
ni el contencioso de protección de los derechos fundamentales, que .
ha de concretarse exclusivamente en los declarados en los arts. 14
a 30 de la Constitución. Digase,. además, -que loo recurrentes
pretenden llevar el art. 103.3, más allá de su texto, no al acceso a
la función pública, sino a la provisión de puestos de trabl\io (en la
que todo el mundo sabe que la adaeripción se verifica, aparte del
sistema de concurso, por la libre designación, con o sin concurso,
y por otros sistemas es-mena de ciertos Cuerpos de funcionarios.

Pero, aun invocando los argumentos anteriores, podría refutar
la tesis de los recurrentes, si se considera que no hay ninguna
norma legal que consagre hoy el concurso de méritos en condicio­
nes de igualdad como medio único para el acceso a plazas de nivel
de catedrático en las Universidades. Los recurrentes confunden
dos cuestiones que deben separarse nitidamente: una cosa es el
acceso o incorporación al Cuerpo de catedráticos, para lo cual el
concurs<>-opo51ción sigue siendo inesquivable, y otra el acceso a
una plaza concreta de una Universidad. En el derecho positivo
vigente el concurso de méritos entre iguales no es la forma
necesaria y única de cubrir las cátedras vacantes. La Ley permite,
en el caso de la Universidad, excepcionar la resJa del concurso y
adjudicar plazas directamente. Awtque este fuera el caso de la
integración de los Agregados (que, como veremos, tampoco lo es,
porque existen muy razonables justificaciones adiciunales) no
podría decirse que ello vulnere un principio de igualdad que, en
este punto, ninguna Ley consagra. '. .

9. El Letrado del Estado suplicó la denegación del amparo
solicitando con base en las siguientes alepciones:-

1.0 Se acumulan en el presente proceso de amparo: Una
pretensión consistente en que se declare la nulidad de la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 12 de marzo de 1985,
imputando a dicho órpno judicial la lesión del derecho fundamen·
tal reconocido en el art. 24.1 C.E. lesión con origen directo e
inmediato en la actuación judicial y que resultarfa, de un lado, de
la negativa al planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad
y, en segundo luaar, de la decisión de inadmisibilidad del recurso
por entender el órpno judicial que no concurren los presupuestos
del procedimiento regulado en la Ley 6211978 y un segundo
conjunto de pretensiones que se encauzan por la vía del articulo 43
LOTC, en cuanto que imputan a la Orden ministerial de 10 de
enero de 1984 lesiones a los derechos fundamentales reconocidos
en los arta.. 14 y 23.2, ambos en relación con el art. 103.1 C.E.,
repecto de cuyas lesiones el recurso contencioso-administrativo
intentado por la vía de la Ley 6211978 habría cumplido la exigencia
de agotamiento de la vía judicial procedente..

Tal acumulación en un recurso de amparo constitucional de
pretensiones fundadas unas en el art. 43.1 Y otra en el art. 44.1
obliga, antes de entrar en el examen de las mismas, a precisar el
orden en que unas y otras pretensiones hayan de analizarse y los
efectos que la resolución sobre la lesión imputada directa e
inmediatamente al órgano judicial, habrá de tener acerca de la
viabilidad procesal de las imputadas a la Orden ministerial.

La jurisprudencia de ese Alto Tribunal en Sentencias 12{1982 Y
31/1984 ya ha abordado esta temática. La desestimación del
amparo interpretado con fundamento en el art. 24 C.E., cierta­
mente no impedirla el examen de las imputaciones que como
lesiones sustantivas de derechos fundamentales se diri¡en frente a
actos de los poderes públicos y respecto a los cuales el pronuncia­
miento de los órpnos judiciales únicamente cumplirla la función
de garantizar el carácter subsidiario de la jurisdicción constitucio­
nal de amparo:, el órpno judicial, sin lesión ninguna de las
garantías procesales consagradas en el art. 24 C.E., habría enten·
dido que no concurren en la actuación de los poderes públicos,
recumda en amparo por la vía del art. 43 LOTC, las lesiones de
derechos fundamentales sustantivos que fundamentan el amparo,
pero correspondenl a ese Alto Tribunal, en su condición de

intérprete supremo de la Constitución. efectuar el pronunciamiento
definitivo, 51n otro limite procesal que el de versar las presiones
sobre derechos fundamentales comprendidos en la garanda proce­
sal del amparo constitucional (53.2 c.f.). '

Por su parte la estimación del amparo pretendido directamente
frente a la resolución judicial por lesión del art. 24.1 no conduciría
a retrotraer, para su el\iuiciamiento por el Trihunal Supremo, las
lesiones sustantivas de derechos fundamentales imputados a la
Orden ministerial. La exigencia del art. 43.1 WTC habría que­
dado cumplimentada por el intento de obtención de reparación en
la vía judicial, aun cuando en 6sta -<:oD lesión a su vez del art. 24
c.E.- se haya acordado. una improcedente inadenisión de la
impugnación. '.' .

Desde esta doctrina juriaprudencial resulta, por tanto, que· el
examen de la lesión del art. 24 c.E. en ningún sentido prejuzaa la
viabilidad procesal de las que se denuncian por el cauce del
art. 43.1 LOTC. los cuales -en este caso como en el resuelto por
la citada STC j 111984- constituyen, en realidad, el núcleo del
presente proceso. Con esta precisión respecto a su independencia se
examinanln separadamente la pretensión fundada en el art. 24 C.E.
y encallZll$ por la vía del art. 44.1 WTC Y las que con invocación
de los arta. 14 y 23.1, en relación al 103.3 c.f., se formulan con
arrealo al art. 43 WTC. .

t.. La parte actora engloha como lesiones del art. 24.1 c.E.,
dos tipos de consideraciones: la negativa al planteamiento de la­
cuestión de inconstitucionalidad y la decisión de inadmisión del·
recurso, interpuesto por la vía procesal regulada en la Ley 62/1978,
en que se demandó la nulidad de la Orden ministerial de 10 de
enero de 1983 en sus apartados 5 y 8. "

Sobre la primera, laim~de transfOlinar la potestad
conferida a los órpnos judiciales de plantear cuestión de mconsti.
tucionalidad, con arreglo a loo arts. 163 c.E. y 35 WTC, es un
derecho de las partes de cualquier proceso judicial a obtener aquella
decisión judicial de plantearuiento de la cuestión, la doctrina de la
Sentencia de 11 de Julio de 1981, invocada en su primer conside­
rando por la de la Sala Tercera del Tribunal Su1!"'1Da, exime de
mayores comentarios. En cuanto a la decisión de inadmisíón de la
impugnación aetora que, por la vía de la Ley 62/1978, pretendía la
nulidad de determinados apartados de la Orden mimsterial de 10
de enero de 1984, los considerandos de la Sala Tercera del Tribunal·
Supremo explicitan una doble fundamentación.

En primer luaar se invoca el art. 6 de la Ley 62/1978, cuya
referel,lcia, como objeto del proceso especial~ en dicho
texto lepI, a los actos de la Administración Pública, excluiría del
mismo a las dis~ones de carcter general La doctrina del
fundamento juridico 4.° de la STC 31/1984 priva de consistencia,

por~~,asi"::r.;~ ..¡,;".. ~otivación del faik. de
inadmisión, motivación relacionada con el anterior, pero que no se
confunde con ella y que, además,. encuentra soporte en la propia
jurisprudencia COnstitUCIOnal: es limite de actuación del proceso
especial regulado en la. Ley 62/1978 la tutela de los ataques y
perturbaciones de derechos o libertades garantizados conforme al
art. 53.2 c.E., con exclusión del mero examen control de legalidad
de los actos' o disposiciones de que se trate. .

Esta doctrina se cor=.P"nde con la emanada de ese Alto
Tribunal (fundamento juridico 2.° de la STC 141/1985) acotando
el alcance del amparo constitucional: '

- En primer luaar para excluir OC!1111SDtO cuestiones de mera
legalidad, y exigiendo en tal sentido que cuando sean objeto del
amparo conforme al art. 43 LOTC, disposiciones de carácter
general a ellas se anude directamente la violación de un derecho o'
libertad de carácter fundamental; . .

- En segundo. término, y como correlato de lo anterior, exi­
giendo para el el\iuiciamiento en amparo que la mera existencia de
la norma redamentaria configurtl en si una violación del derecho,
fundamental ' .

La Sala Tercera del Tribunal SuPremo no sólo pondera la
literalidad del art. 6 de la Ley 62/1978. La exigencia de un acto de
aplicación para considerar eXIstente una lesión efectiva de derechos
fun~tales cuya reparación pueda dar contenido propio al
procedimiento de la Ley 6211978, y al presente amparo conslltucio­
na!, como medio procesal de reparación de aquella lesión y no
como instrumento que -alternativamente a la intentada del órgano,
judicial decisión de planteamiento de la cuestión- postule un
pronunciamiento abstracto sobre la Iesalidad de la Orden ministe­
rial o sobre la constitucionalidad de la Disposición traAsitoria
séptima de la Ley 11/1983, es un razonamiento que fundamenta­
suficientemente la decisión de inadmisión y, desde esta perspectiva
del art. 24.1 c.E. que ahora se analiza, desmiente la pretendida.
lesión imputada directamente al órpno judicial <

Ello con independencia de que, según lo ya sedalado, proceda
en todo caso analizar -con independencia de esta pretendida lesión
del 24.1 C.f., y, para el caso de apreciarse, con efectos reparadores

t
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de la misma- lesiones de -os fundamentaJes imputadas
directamente a la Orden ministerial

RespeelO a las lesiones de los ans. 14 y 23.2 en ielaciÓD al 103.3
C.E. impuladas a la Orden ministerial de 10 de enero de 1983,
apartados 5.· Y 8.· r, conforme a la doctrina de la cilada STC
141/1985, la exigenCIa de que la nonna reglamentaria objeto del
amparo en si misma viole _os o libertades fundamentaJes de
los comprendidos en el art. 53.2 CE. -es relevante en cuanto a la
ya examinada pretensión que conforme al art. 44.1 lDTC impnta
a la aetuación del órgano judicial la lesión del art. 24.1 c.E~ como
ha quedado expuesto, la Sala Tereera del Tribunal Supremo, al
fundar su decisión de inadmisión en la ausencia de esa lesión
efectiva, que no vendría producida por la norma reatamentaria,
sino en su caso por los aetos de aplicación de la misma, no ineurre
en lesión del art. 24.1 C.E.-, pero, ~mo resulta del fundamento
jurídico 3.· de la reiterada STC 141/1985, también en ClIIIIlto alas
pretensiones de amparb formuladas con arreglo al art. 43.1 WTC
es relevante el examen, no ya para constatar el cumplimiento de la
exigencia de agotamiento de la via judicial previa (exigencia
cumplida: fundamento jurídico 6.·, STC 31/1981), pero Ii para
concluir sobre la procedencia sustanuva del amparo onnstitocional.
La naturaleza del olJieto .del amparo (una disposiciÓD IqIamentaria
que, por mera eXlstencia no comporta lesión J efectiva de los
derechos fundamentales invocados) adquiere, p<?r tanto, relevancia
no sólo como justificación de la decisión judicial de inadmisión del
procedimiento planteado conforme a la Ley 62/1978 -lo que
excluye la lesión del art. 24.1 C.E. invocado conforme al art. 44.1
LOTC-, sino también, ya en la vía del art. 43 WTC como
determinante de la improcedencia del amparo respeelO a las
invocadas lesiones de los derechos fundamentales CODSlIKflldos en
los arts. 14 Y23.2 C.E., por no ~erseapreciar, en razón de la mera
existencia de la norma, una lestón concreta y actual de los derechos
fundamentales que individualmente corresponden a los actores Y
éstos invocan como vulnerados. '

Subsidiariamente la expuesta consideración y para el caso de
que, no obstante la misma, se entendiera pertinente el análisis de
la Disposición transitoria séptima de la Ley 11/19}8 y, ,-como
desarrollo de ella- de los apartados 5 y 7 de la Orden ministerial
de 10 de enero de 1984, en relación a los preceptos constitucionales
invocados por los demandantes, en la vía del art. 43 WTC, a,
continuación se entrará en su examen.

Ante todo parece oportuno destacar que la invocaciÓD del art.
103.3 C.E. ÚIllcamente adquiere relevancia en vía de amparo en
cuanto al contenido de aquel precepto constitucional que puede
subsumirse en los también invocados arts. 14 Y23.2 c.E., donde se
consagran derechos fundamentales comprendidos en la garantía
procesal del arto 53.2 C.E.

Dejando por ahora a un lado el principio de igUaldad ante la
LeX y el correlativo derecho fundamental ex art. 14 c.E. -que
obligará a examinar la existencia de una justificación objetiva y
razonable para la previsión de la Disposición transitoria séptima de
la Ley 11/1983~ 'la relación entre el art. 103.3 Y el 23.2 C.E.
permitirá precisar cuál es el contenido que respeelO de la función
púhlica se garantiza constitucionalmente como derecho fundamen·
tal: el acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas
con los requisitos que señalen la l~es. A criterio de esta representa­
ción el art. 23.2 no constitucionaliza, y menos aún con naturaleza
de derecho fundamental, el col\Íunto de los derecbos, facultadeS, o
aun meras expectativas. que puedan sw¡ir de la condición de
funcionario público y de 'su regulaCión estatutaria. Como analizó el
fundamento jurídico 3.· de la STC 75/1983, la prohibición de
discriminación, enunciada con carácter general en el art. 14, Y
concretamente en cuato al acceso y a la permanencia en 1os,C8Jllos
y en las funCiones públicas. en el art. 23.2 C.E., responde a uno de
los valores superiores que según la Constitución han de inspirar el
ordenamiento jurídico españo~ el valor de igualdad (art. 1.1),
añadiéndose que el derecho a la igualdad tiene aIi un carácter
general que comprende a los servidores públicos y actúa, en el
acceso a la función pública, y a lo \argo de la duración de la relación.
funcionarial, de modo que los ciudadanos DO deben ser discrimina·
d'?5 para el empleo público o una vez incorporados a la función
publica. , '.

El sistema de provisión de plazas. y, por lo que aquí importa,
el referido a las cátedras UDlversitarías, no queda, .por tanto,
excluido del ámbito del art. 23.2 C.E.,.ni la literalidad deI'precepio
permite reducir su alcance al acceso inicial a la condición funciona·
rial dejando fuera ulteriores promociones o traslados; Pero aunque,
desde ese plano objetivo, el sistema de provisióD de cátedras
univcristarias no resultaria ajeno al art. 23.2 c.E., la proyección
sobre dicho ámbito del derecho fundamental del 23.2 queda
identificada -como espeCificación del arto 14 C.E.- con la del
principio mismo de igualdad. Se tratará por todo eUo -refundiendo
los preceptos constitucionales cuya lesion se invoca- de examinar
si en el tratamiento dado a esta específica provisión de I?lazas de
Catedráticos universitarios reguladas por la transitoria pnmera de
la Ley 11/1983 se ha producido o no discriminación en peJjuicio

de los recurrentes. Al respecto debe ante todo partirse de la
significación de la propia Ley Or¡ánica 11/1983, de Reforma
Universitaria, que incorpora, como medidas ,transitorias de la
propia reforma: A) la plena equiparación de Profesores Agregados
y Catedráticos de Universidad; B) como consecUencia, la transfor­
maciÓD en plazas de Catedráticos de Universidad de las plazas de
Profesores Agregados de Univenidad que en el momento de
publicación de la Ley se encuentren vacantes y no estén en trámites
de oposición o de concurso para provisión, así como las que
queden vacantes en el futuro, y C) la misma transformación para
las plazas de Profesores Aareaados de Universidad ocupadas en
propiedad en el momento ele éntrada en vigor de la Ley o sujetas
a concurso-oposición o concurso de traslado convocados con
anterioridad a dicha entrada en vigor, permaneciendo en taJes
pJazas _ titulares o quienes las obtengan por virtud de los
expresados cotIetUSO-Oposición o concurso de traslado, ya convoca·
dos..

Loo Itwnentes RCOnoeen la justifieación tIUlterial. desde el
punto de vista de~ncipios de mérito y ~dad. de la
equiparación, comspo .ente sin duda a la sustaneial identidad de
los JeqUÍSÍtos hasta ahora exigidos para el acoeso a los Coerpos de
Catedráticos y de ,Profesores Agiepdos. Siendo correlato de esa
equipamción, ninguna objeción pareoe oponette tampoco frente a
la transformación de plazas descrita bajo la anterior letra B). En

'ClIIIIlto a la transformación de la letra C), que resultaria aIi la
.cuestionada por los actores. SU justificación, frente a la discrimina·
ción que se le imputa, obliga a señalar. .

1.0 Que se trata de una determinación normativa congruente
con las medidas anteriores, puesto que, reconocida la justificación
de la plena equiparación entre Catedráticos y Agregados, dificil­
mente puede reputarse exigencia constitucional el sometimiento a
nuevas pruebas. que lo serian no para el acceso a una nueva plaza.
sino para mantenerse en la que ya se ocupaba -o a la que se haya
accedido en virtud de concurso-oposición o concurso de traslado
convocados-, con anterioridad a la vigenCia de la Ley 11/1983,
bien que, a partir de ahora Catedrático, categoría en la que se
engloha a los hasta el momento Profesores Agregados;

2.0 Que la medida responde a su significado transitorio:
tratándose de plazas ya ocupadas, el sometimiento de las mismas
-se insiste no para su nueva provisión. sino para que sus titulares
las mantengan en la nueva condición de Catedráticos a que con
carácter general han resultado equiparados los Profesores Agrega­
dos- a nuevos concursos con arreglo a cualquiera de las distIntas
variantes (lOstuladas por los actores (hoja 23 vuelta de sus
alegaciones), no sólo no vendría exigido por los principios constitu­
cionales de mérito y capacidad, sino que obstaculizaría considera­
blemente la efectiva implantación de la reforma universitaria,
sometiendo a un elevado número de plazas a un innecesario

.~ de concursos y traslados; la situación de precariedad o
mterinidad a que todo ello conduciría aparece así como razón
objetiva '1 suficiente del preoepto legal. ' , .

3.0 Que, en atención a ese carácter transitorio de la norma
legal discutida, se ha de concluir la imposibilidad de confi8urar
como tertium comparatiQnís: i) ni el régimen normativo, toda vez
que la modificación de dicha legislación anterior (eD el seotido de
equiparar Catedráticos y Agregados, poniendo fin a su distinción),
existente para los traslados y promoción de Agreeados a plazas de
Catedráticos en la legislación anterior es preasamente la que
determina la necesidad de ,la medida transitoria; ü) ni tampoco la
situación de hecho en que, tras la reforma, se sitúa a los Catedráti·
cos de Univenidad, ya que la modificación introducida por la
nueva legislaCiÓD -conversión de las pJazas que ocupaban como
Aareaados en plazas de Catedráticos- se produce úrucamente en
rclación a las plazas ocupadas por Agregados y no en las de
CatedráticoS, las cuales. lógicamente, permanecen inalteradas;

4.· Que, por último, dado el específico significado de la
medida transitoria impugnada, la misma se agota en el tiempo y,
justificada para posihilitar la implantación de la reforma -el
mantenimiento de sus propias plazas por los Agregados a partir de
ahora Catedráticos-, no se proyecta como regJa de vigenCIa futura
ni supone, por tanto, que para las cátedras vacantes, existentes o
que en el futuro se produzcan (núm. I de la transitoria séptima),
njan criterios distintos de los generales contemplados en el titu­
lo V de la propía Ley O!JlÍIlica 11/1983 y, en particular, en su
articulo 38.

Ha de concluirse. en consecuencia, que atendida su justifica­
ción, objetiva y razonable, como medida espeCifica y de alcance
transitorio, precisa para la efectiva implantación de la reforma
universitaria en PUDto a la intagración de Catedráticos y Agregados
de Universidad. nos encontramos en una h~tesis semejante a la
contemplada por el fundameDto jurídico 6. de la STC 121/1983,
de 15 de dictembre: tratamiento distinto a hechos aDtenores y
posteriores a la modificación legislativa y no régimen indefinida·
mente distinto para situaciones juridicas idénticas, en razón
únicamente del distinto momento temporal en que se hayan
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originado. La silUlificación transitoria de la medida no sólo
configura su justiñcación. sino que impide tomar como parámetros
de comparacIón actuaciones de hecho anteriores a la modificación
legislativa producida, o -menos aún, alternativas de lege ferenda
que, en definitiva, desbordarían e! ámbito del control constitucio­
nal de la discriminación para transformane en valoraciones sobre
la propia modificación 1ep1 sustantiva que hace necesaria la re¡la
transitoria: aquí.la 09wparacióll de Catedráticos y Profesores
Agregados de Umverstdad.

- lO. El Ministerio Fiscal entiende 'l.ue debe otor¡ane e! amparo
interesado con relación a la Sentene1a dictada por el Tribunal
Supremo que inadmitió e! recurso interpuesto, por infrin&ir e!
articulo 24.1 de la Constitución. anulándola a fin de que los
recurrentes obtengan una Sentencia 1":. resuelva el fondo del
recurso interPuesto, alegando en su fun ento, esencialmente que
la demanda comienza afirmando 'lue interpone recurso contra la
Sentencia del T.S. (~do párTalo de su encabezamiento~ Sin
embargo, de la exposición de hechos, del contenido lIIJUlOental que
ofrece y, en esoecial. del suplico resulta que también se recurre la
Orden del M.Ee., y'más prmcipa\mente, porque a su impugnación
dedica la mayor parte de su contenido. El recurso, por tanto, hay
que considerarlo mixto, esto es, formulado a un tiempo contra
resoluciones administrativas y judiciales, en e! ámbito de los arts.
43 Y 44 LOTe. '

Una segunda precisión merecen los derechos fundamentales
cuya vuloeración se invoca. Es claro que la fiIlta de tutela judicial
00 puede ser más que obra de la Sentencia, y asl se desprende con
toda facilidad de la demanda. En tanto, aunque esto no esté tal vez
expuesto con toda claridad en la demanda, las otras vulneraciones
han sido cometidas por la Orden del M.E.e. El fallo ¡'udicial, no
anulándola, permite, a lo más, 'l.ue subsista la a\egada esión. pero
no es ni mucho menos su origen mmediato y directo como requiere
el an. 44.1 LOTe. Si la impugnación de la Orden se sitúa en el an.
43 LOTC, la Sentencia del T.S. supone el agotamiento de la vla
judicial procedente que este precepto exige en su apartado 1.

Corresponderá, por razones lógicas y funciouales, examinar en
primer término la infracción atribuida a la Sentencia, pues si se
entendiera -y así habrá que entenderlo, anticipando nuestro
criterio- que los recurrentes no recibieron la debida tutela por parte
del T.S., tal declaración tendrá que preceder a la de si la Orden
atacada infringe o no los prceptos constituciouales que se dicen. Es
más, como tendremos ocasión de ver, al dejar el T.S. imprejuzgado
el fondo del asunto que se le planteó, no es posible traerlo ante el
T.e. por VÍa del recurso de amparo, dado e! carácter subsidiario y
último que éste tiene, según es doctrina constante del T.e., y
fácilmente se desprende de la exigencia ~B:sa de agotar la vla
judicial (an. 43.1) o todos los recursos u' bies dentro de ésta
[an. 44.1 a»).

Dos reproches se le liaeen a la Sentencia: Que no planteó la
cuestión de inconstitucionalidad interesada y que inadmitió el
recurso, según e! orden que se enuncian. Y en este mismo orden
vamos a examinarlos.

El primero de ellos es inconsistente por demás. En parte a1t\U.na
se impone a los Jueces y Tribunales que planteen cuestiones 51 las
partes se lo piden. Basta una simple lectura de! arto 35 LOTC para
desechar esta objeción a la Sentencia. La cuestión de inconstitucio­
nalidad la suscitan los órganos judiciales si consideran si la Ley
aplicable al caso es contraria a la Constitución. Evidentemente, si
no lo consideran. aplican la Ley Y no plantean problema alguno. Y
en este sentido se ha manifestado en todo momento la jurispruden­
cia de este Tribunal. Recordemos, por todos, el reciente Auto de 18
de diciembre de 1985 (R.A. 907f\ 985~ La decisión a este respecto
del T.S., es, pues, inobjetable.

La sentencia del T.S., fue de inadmisión. lo que impidió
lógicamente pronunciarse sobre aquello que le habla sido plan­
teado. No es preciso recordar con detalle, por sobradamente
conocido"el criterio constante de este Tribunal sobre el derecho de
tutela judicial. En breve, tal derecho si¡nifica que los órganos
judiciales han de resolver y de modo fundado y dentro de un
proceso en que se observen las garantlas prooesa1es las pretensiones
que se le presenten. Es cierto, sin embar¡o, que también puede
cumplir el contenido material de este derecho un fallo de inadmi­
sión cuando fiIltan los presupuestos de la acción. pero en este caso,
en la medida que no se corresponde con el contenido nomtal de!
derecho, ha de estar basado en una causa expresamente recogida en
la Ley y, además, interPretada de modo restrictivo y siempre en el
sentido més favorable al ~erciciode dicho derecho. Por esta razón
el T.e., sin invadir e! ámbIto competencia! de los Jueces (an. 117.3
c.E.) ni infringir la disposición de intangibilidad de los hechos [an.
44,1 b) LOTq, tiene que entrar en la revisión del fallo cuando éste
deja de pronunciarse contra lo que se le ha dado por aceptar un
motivo de inadmisión.

La Sentencia recurrida, en su penúltimo considerando expone
las razones de la inadmisión. Son que el an. 6 de la Ley 62/1978
sólo se refiere a «105 actos de la Administración pública», de decir

-son palabras de la ¡n:opia Sentencia.-, «actos jurídicos emanados
de un órgano admínistrativo en manifestación de la voluntad
creadora de una situación jurldica», o sea, actos concretos y no
disposiciones generales, a diJerencia de lo que ocurre en el
proc:edimiento general re¡ulado en la~ de la Jurisdicción. cuyo
an. l.l distingue' actos de la Administración y disposiciones
generales.. Lue¡o, al hablar sólo de los actos excluye, contrario
sensu, las disposiciones. Si la Orden impuanacla es inequivoca­
mente una disposición general, a la vista cié este razonamiento,
queda excluida de la revisión judicial por la vla utilizada del
procedimiento especia\ de la Ley 6211978.

No es ésta conclusión que pueda ser compartida, pues .significa
que las disposiciones generales de raago inferior a la Ley no pueden
serjudiciafmente revisadas por el cauce especia\ ordenado en la Ley
62/1978, especlficamente diseñado para la protección de los dore­
chos fundamentales.

No es éste, evidentemente, e! sentido que hay que atribuir al
articulo 53.2 de la Constitución cuando dispone que los ciudadanos
podrán recabar la tutela de los derechos fundamentales ante los
Tribunales ordinarios por un proc:edimiento preferente y sumario,
sin~ la naturaleza o condicidn de la causa vulnerador&,
proc:edimiento que, hoy por hoy, no es otro que e! prevenido en la
Ley 62/1978. .'

En esta última dirección se ha manifestado en muchas otras
oportunidades e! propio T.S. y, desde lue¡o, el T.e. en su Sentencia
31/1984.' ,

El T. S~ por consiguieD~en su fallo dé inadrnisión, tuvo en
cuenta un motivo inexistente en la Ley o, en todo caso, que no
puede derivarse de una lectura razonable de ésta, lo que le impidió
prestar la tutela jurldica que se le liabla demandado. Ello supone,
conforme a la doctrina general antes recogida, que los recurrentes
no vieron cumplido en debida medida e! derecho de tutela efectiva

'que les reconoce el an. 24.1 de la Constitución. lo que obliga a
anular la Sentencia a fin de que obtengan un pronunciamiento
sobre e! asunto planteado; restableciéndoselos así en su derecho.

La demanda, en su impugnación de la Orden del M.f.e.,
considera que se lia agotado la vía judicial procedente y que, por
tanto, lia quedado expedita la vla de la impugnación ante este
Tribunal. De ser asl habria que entrar en e! análisis de las
transgresiones que se fe imputan. con lo que liabrfan resultado de
todo punto innecesarias las consideraciones que han precedido, o
sea, que haya o no prestado el T.S. la tutela obligada, procederia
exannnar lo que realmente importar a los recurrentes: SI la Orden
en cuestión ha lesionado sus derechos profesiones y con ello los
fundamentales que invocan.

Los actores consideran que la Sentenéia del T.S., aun siendo de
inadmisión. ha agotado, a estos efectos, la vla judicial procedente.
Recurren en apoyo de su tesis a la STC 1211982, en cuyo
fundamento juridico 1.0 (Je, ID, páJ. 167) se dice que, si bien una
resolución judicial que declara inadecuado el proc:edimiento
emprendido, no pone fin a la vla judicial p1"!lCedente, ya que lejos
de extinguirla la deja. abierta, tal prinCIpiO general admite la
excepción de la vla Judicial especia\ de la Ley 62/ 1978{ pues, si
como ocurrió en e! caso que resolvió, se estatuye que e procedi­
miento apto es e! general de la W. y no el es~ de la Ley
6211978, ello se liace precisamente porque se anticipa que no l!ay
derecho fundamental vulnerado, único objeto del proceso especial,
sino una posible ileIalidad que debe solventarse ~ las vías
procesa\es comunes. Á1 sostener que no existe violación constitu­
cional, impllcitamente se desestima la pretensión que llevó a tal
procedimiento y puede entonces entrar a conocer el T.C., preser­
vado el carácter subsidiario y último del recurso de amparo.

Ahora bien. 1Ill es ni mucho menos ese e! caso que nos ocupa.
Aquí el T.e. no lia hecho declaración de la que puede desprenderse
que entiende que no ha existido la lesión constitucioual que se
oo:u_~?.i simplemente COnsideró=ue, en atención a que lo
impu¡wwo era una Orden, no . pronunciarse dentro del
procedimiento instado. No es que" que e! camino procesa\ era
otro, como ocurrió en el caso que estaba en la base del recurso
resuelto por la STC 12/1982, PO'9ue no apreciaha lesión de derecho
o libertad pública, sino que, independientemente de que ésta
pudiera existir, en la vla mtentada no podía pronunciarse. Está
claro que e~ob'eto de la impugnación. que la Orden lesionaha el
derecho de . dad Ye! de acoeso a la función pública, lia quedado
imprejuzga y que, en tales condiciones, e! T.C. no puede conocer
de primera mano tal vulneración. Esto es, que el recurso de amparo
formulado contra la Orden del M.f.C. ha de ser inadmitido -ahora
ya desestimado- conforme al an. SO.I b) LOTC en relación con
el 43.1.

Debe otor¡ane el amparo interesado con relación a la Sentencia
dictada por e! Tribunal Supremo que inadmitió el recurso inter­
puesto, por infrin&ir e! an. 24.2 de la Constitución. anulándola a fin
de que los recurrente obten¡an una Sentencia que resuelva e! fondo
del recurso interpuesto.

r
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ti. El 9 de abril .. dictó _videncia acordando unir al
proceso los escritos presentados y señalar el día 30 del mismo mes,
a las once horas, para la deliberación y votación, y el 8 de ma)'o el
Pleno acordó, a propuesta del Presidente,. recabar el conocimJ.ento
y decisión del presente recurso de amparo.

12. El Procurador don Arsimiro Vázquez Guillm, en nombre
y representación de la Universidad Autónoma de Madrid, de la
Universidad Politécnica de Madrid Y de don Luis Munuera
Martlnez y otros, presentó escrito de 30 de abril, solicitando se le
tuviera por personado y parte en la indicada represeotaeión ¡,:,~
dé traslado para alepciones antes de dictar Sentencia. En •
mento de esta petición se a1esó que los representados fueron parte
en el pfoCCSO judicial y no fueron emp1azados, ni citados para
personarse en el recurso de amparo, del cual no lUvieron conoci­
miento hasta el momento en que presentan el recurso.

Por providencia de 13 de mayo .. denesó la comparecencia
solicitada por constll1' en las actuaciones judiciales el emplaza.
miento de los peticionarios y estar, por ello, IU escrito fuera de
plazo. ' , '

Contra esta providencia .. interpuso recurso de 1IÚP1ica,
negando realidad al citado emplazsmiento y,~ de ser
tramitado con presentación de a1epciones formuladas por los
Procuradores doña Maria Oracia Ganido Entrena Ydon Alejandro
González Salinas, en las representaciones que ostentan, y por el
Ministerio Fiscal y el Letrado del Estado, .. dictó Auto el 17 de
junio de 1986, por el cual .. desestimó la súplica y se confirmó la
_videncia recurrida. '

En providencia de 21 de mayo .. lUvo ~ desistida, a su
petición y por haher sido indebidamente inclwda en el escrito de
compsreoencia de 30 de abril, a doña Maria Emilis Casas Baa·
monde.

13. En la sesión del Pleno oelehrad¡ el 30 de octubre último
.. acordó, a la vista del escrito de ahstención presentado por el
Masistrado exoelenUsimo señor don Francisco Rubio Uorente, y a
tenor de lo dispuesto de los arts. 14 de la WTC y 221 Ym de la
LO.PJ. que el citado Masistrado queda.. defuiitivamente aparo
tado del conocimiento del presente recurso.

Mediante _videncia de 20 de noviembre 1lltimo .. acordó
señalar para deliberacióB y fallo de la Sentencia el día 2S del mismo
mes.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. La diversidad de _blemss jurldioos de muy distinta
natutaleza que se plantean en este recurso de amparo haoe
necesario estableoer previamente el orden de preferencia con que
debe procederse a su examen y resolución y a tal fin es conveniente
destacar, como más sisnificativos y esclareoedo~ los si¡uientes
anteoedentes: 1.° El apartado 1 de la Disposición transitoria
s<!ptima de la Ley Or¡ánica 11/1983, de 25 de asusto, sobre
Reforma Universitaria, ordena la transformación en plazas de
catedráticos de Universidad de las plazas de Profesores a¡repdos
de Universidad que en el momento de publicarse la Ley ..
encuentren vacantes y no estén en trámite de oposición o de
concurso para su _visión, as! como las que queden vacantes en
el futuro, y en su apartado 2 intesra en el Cueipo de catedráticos
de Universidad, en sus _pías plazas, a los Piofesores qregsdos
de Universidad que ocupen plaza en _piedad a la entraaa en
vigor de la Ley y a quienes obtenpn plaza de Profesor asregado de
Universidad por conc:urso-oposición de traslado convocado con
anterioridad a la entrada en v~r de la Ley; 2.° El apartado 1 del
número S.° de la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de
lO de enero de 1984, en aplicación de la mencionada Disposición
transitoria, transcribe literalmente el apartado 2 de &la Yseñala las
fecbas en que comienía a producir efectos la intesraeión ordenada
por la misma; 3.° Los aquí dentandantes de amparo, catedráticos
de Universidad con anterioridad a dicha intesraeión, _mueven
ante la Sala Ternera del Tribunal Supremo el pfoCCSO especial de la
Ley 62/1978, de 26 de diciembre, sobre Protección Jurisdiccional
de los Derechos Fundamentales de la Persona, contra los núms. S.o y
8,° de la citada Orden, cuanto mantienen, en sus propias plazas,
a los Profesores agregados que .. intesran en el~ de
catedráticos, con el fundamento de que esa adjudicación directa,
realizada al marsen del sistema normal de concurso, constituye
violación del principio de!Jualdad del art. 14 en relación con los
23,2 y 103.3 de la C.E., suplicando en la demanda el planteamiento
de cuestión de inconstitucionalidad de la antedicha DisP!'sición
transitoria 5ti>tima y la nulidad de la Orden recurrida con
reconocimiento de su derecho a participar en la adjudicación de las
indicadas plazas; 4.° El citado recurso contencioso finaliza con
Sentencia de 12 de marzo de 1985,en cuyo fiJIIo le declara: a) no
haber lusar al plantesmiento de la cuestión de inconstitucionalidad
solicitada por los recurrentes, y b) la inadmisibilidad del recurso,
la cual viene fundamentada en su inadecuación _ ·impugnar
disposiciones administrativas de carácter senera!, y S.o La demanda

. de amparo acwnula dos pretensiones prooesa1es de distinta natura-

leza y finalidad: Una orisinária y principal, resida por el art. 43 de
la WTC, cuyo objeto es obtener amparo del derecho a la i~<1'!d
frente a la Orden de 16 de enero de 1984 y a la DispoSlClon
transitoria stptima de la Ley 11/1983, lo cual .. concreta en la
petición de nulidad de ambas en los extremos en que realizan la
mencionada adjudicación directa de plazas, Y otra pretensión
derivada de la anterior y sometida al art. 44 de la WTC, que se
diriJO a la _teeción del derecho de tutela jurisdiccional frente a
la CItada Sentencia del Tribunal Supremo, cuya nulidad .. solicita
con fundamento en no haberse planteado la c:uestión de inconstilU'
cionalidad pedida por los recurrentes y haberse declarado la
inadmisibilidad del recurso.

2. Los anteriores anteoedentes ponen de manifiesto que la
ordenación lóSica de los _blemas a resolver, que se dejan ya
esbozados, debe comenzar por los conoernientes a la se¡unda de las
pretensiones prooesa1es señaladas, puesto que, aunque haya sursido
como consecuencia incidental del ejercicio de la primera de ellas,
su preferente resolución viene impuesta por la natutaleza eminen·
temente~ que le confiere, preciaamente, su vinculación a la
via judicial previa, la cual determinarla, en el supuesto de estima·
ción de diella pretensión, la reapertura de la via previa y un nuevo
pronUnciamiento jurisdiccional de agotamiento de la misma sin el
cual no es posible aooeder al conocimiento de la pretensión
principal de amparo, dada la naturaleza subsidiaria de 6ste.

3. SeRún le deja ya expuesto, la nulidad de la Sentencia del
Tn1>unal Supremo por violación del derecho a la tutela jurisdiccio­
nal del art. 24.1 de la C.E., .. apoya en el doble motivo de haberse
nepdo el planteamiento de la c:uestión de inconstitucionalidad de
la disposición transitoria~ de la Ley 11/1983, Y haberse
declarado indebidamente la Inadmisibilidad del recurso.

Ambos motivos deben ser desestimados. El primero, porque el
p1antesmiento de las c:uestiones de inconstitucionalidad es prerro­
sativa exclusiva e irrevisable del órpno judicial, conferida por el
art. 3S.1 de la WTC como caune procesal para resolver las dudas

~
tl mismo pueda tener aoerca de la constitucionalidad de una
que le revela de inlluencia decisiva en el fiJIIo a dietar,

ha . declarado este Tribunal en nUmerosas ocasiones que el
hecho de que el órllano judicial no ha~considerado conveniente
formular cuestión de inconstitucionali d no da hase a un recurso
de amparo. El se¡undo, porque siendo cierto que la inadmisibilidad
del recurso acordada con error patente incurre en violación del
derecho a la tutela judicial r. este Tribunal ha declarado que incide
en ese vicio la inadmisibilidad del recurso especial de la Ley
62/1978, lI,ue .. apoya en la inadeCllación dellDlsmO para impug­
nar cIisJ>osiciones administrativas genera)es, tambim lo es que esa
violaciÓn carene de autonomía sullciente para justificar una deci·
sión estimatoria del amparo y ello en razón a que, según doctrina
contenida entre otras en las Sentencias 12{1982, de 31 de marzo,
y 31/1984, de 7 de marzo, la via constilUClOnal del amparo queda
expedita cuando en la via judicial previa de la Ley 62/1978, se ha
intentado la _teeción del derecho fundamental sin haherlo
consesuido, siendo indiferente que la frustración vensa fundada en
estimaciones prooesa1es o consideraciones de fondo y &si lo aceptan
impllcitamente los _pios demandantes de amparo al mantener
con cita de la primera Sentencia mencionada, que la via judicial
previa ha sido asotada de acuerdo con lo establecido en el art. 43.1
de la WTc, pues si~ sisnificado tiene defender el cumpli­
miento de dicho requistto de pfoOCdibilidad es el de aooeder al
recurso subsidiario de amparo para intentar la _teeción del
derecho fundamental invocado sin Wto en la via judicial, y si ello
es as! resulta contradictorio y carente de sentido alguno el alegar
que en ese proceso previo le ha cometido una violaciÓn del derecho
a la tutela judicial cuya estimación producirla la reapertura del
mismo en contra de las P!"'pias añimaciones e intelÚ de los .
demandantes con riesso evidente de _vocar un nuevo recurso de
amparo para replantear la cuestión principal que ahora puede y
debe resolverse sin más dilación. .

4. Respecto a esta cuestión principal o preteÍtsión que hemos
denominado orj¡inaria, los demandantes de amparo a1epn que los
núm•. S.o y 8.° de la Orden de 10 de enero de 1984, en cuanto
intesra a Profesores A¡repdos en el Cuerpo de catedráticos en sus
propias plazas Y al JlUU'8CII, por tanto, del sistema ordinario de
concurso, inftin¡en el derecho a la isua1dad que les confiere el art.
14 en relación con el 23.2 y 103.3 de la c.E., y que esta infracción
prooede de la~ción transitoria 5ti>tims de la Ley 11/1983, de
la cual es aplicaCIón fiel y exacta aquella Orden ministerial, siendo
por ello prooedente acordar en defensa de dicho derecho fundamen­
tal la nulidad de ambas normas; los coadyuvantes oponen la
inadmisibilidad del amparo, dado que lo realmente planteado es un
auténtico recurso de inconstitucionalidad de la citada disposición
transitoria, cuya naturaleza de norma con fuerza de Ley impide ser
residenciada en recurso de amparo, citando en su apoyo la
Sentencia 141/198S, de 22 de octubre.

, Es cierto que los preceptos de la Orden ministerial que se
recurren traen causa directa de lo prevenido en la citada dlSposi-
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ción transitoria y en este sentido el aúl9ue a la disposlClÓn
reglamentaria cuestiona la inconstitucionalidad misma del pre­
cepto legal en ella reiterado; peto ello no conduce a una conclusión
de inadmisibilidad, pues tal planteamiento, teniendo presente lo
establecido en e! art. 55.2 de la LOTe, no resulta improcedente en
esta vla de amparo, porque «la inconstitucionalidad de la~ que
lesione derechos fundamentales y libertades públicas p ser
alegada por el recurrente de amparo>, esto es, «¡ruede admitirse una
pretensión directa de inconstitucionalidad sostenida por los parti­
culares, aunque limitada a las Leyes que lesionen o coarten los
derechos y libertades reconocidos en los arts. 14 a 30 de la C.E. y
a los casos en que el recurrente haya experimentado una lesión
concreta y aetua1 en sus derechos, siem~ que sean inescindibles
el amparo constitucional y la inconstltucionalidad .. -Sentencia
41/1981, de 18 de diciembre.

Tal hipótesis, de ser cierto lo alegado por los demandantes. se
habría verificado en el caso presente, ya que la disposición
transitoria séptima, 1, de la Ley Orgánica 11/1983, y a su través,
el apartado 5.1 de de la Orden impugnada" habrían operado un
trato desigualitarlo de disfavor a aqueños Catedráticos, e incluso
Profesores a¡regados, que ven excluida su participación en la
provisión de plazas transforntadas a consecuencia de la wljudica­
ción directa a la que se impuia la lesión constitucional. En su
consecuencia, y conforme a la doctrina expuesta, la vIa del recurso
de amparo ha sido correctamente utilizada y procede, por tanto,
rechazar la citada causa de inadmisibilidad propuesta por los
coadyuvantes. .,.

5. Entrando en la resolución de fondo. ya hemos dicho que los
demandantes invocan los derechos fundamentales enunciados en
los arts. 14 y 23:2 de la C.E. y ligan a esta Ultima lo prevenido en
el art. 103.3 de la misma Norma fundamentaL La notoria conexión
entre los dos primeros~tosconstitucionales citados nn impide
reconocer su diverso ámbIto. ni traer ahora separadamente,. en
consecuencia, la diversa fundamentación que fos demandantes
quieren hallar para su queja en uno y otro precepto.

6. En sintesis, la fundamentación de dicha queja al amparo de
la regla contenida en e! art. 14 la formulan los recurrentes
aduciendo que, aUD hallándose. en «idéntica situación» a los
Profesores que se integran en e! Cuerpo de Catedráticos de
Universidad, las disposiciones controvertidas adscribieron a estoa
Ultimos en unas determinadas plazas de Catedráticos «por un
procedimiento absolutamente diverso y privilesiado del que se
emplea normalmente para su coberturaJo. No discuten los actores la
integración misma de los Profesores a¡regados en el Cuerpo de
Catedráticos, pero si reprochan a1le¡islador e! «suprimir las reglas
aenerales de provisión de cátedJu, tanto las que re¡¡ían con la
normativa univenitaria anterior9 que. imponían el concurso de
traslado entre Catedráticos o el conCUJ'S(H)posición IibR, como las
de la propia Ley de Reforma Universitaria que se contienen en los
arts. 39.3 y 3a,..

Para apreciar la consistencia de este alegato 1':""""': necesario
recordar sumariamente la doctrina de este Tribunal sobR la
i~dad en e! contenido de la Ley Yexaminar a la luz de la misma
51 la tesis de la demanda, Y las consecuencias que de eUa se
obtienen, se acomoda o no con dicha doctrina. Se apoya~ en la
inicial afirmación de que el principio constitucional de ignaIdad
«no queda lesionado si se da un tratamiento diferente a situaciones
que también lo SO"" -Sentencia 1/1984, de 16 de enero, entre otras
muchas-, y de la cual se derivan determinaciones más concretas,
entre las cuales las más importantes son las siguientes: .

al El presupuesto esencial para proceder a un enjuiciamiento
desde la perspectiva del art. 14 de la c.E. es que las situaciones
subjetivas que quieran traerse a la comparación por el recurrente
sean, efectivamente, equiparables -Sentencia 76/1986, de 9 de
junio-, y ello entraña la necesidad de que el término de compara­
ción no resulte arbitrario O caprichoso: Dicho en otras palabras, lo
que se requiere para hacer posible un juicio de !fuaIdad es que el
legislador haya atribuido las consecuencias jurfdicas que se dicen
diversificadoras a grupos o categoriaa personales ereadas por él
mismo, porque es entonces, si el autor de la norma diversifica lo
homogéneo, cuando puede decirse también que su acción selectiva
resulta susceptible de control constitucional diri¡ido • fiscalizar si
la introducción de «factorea diferenciales» -Sentencia 4211986, de
10 de abril- o de «elementoa de diferenciació1llO -Sentencia
162/1985, de 29 de noviembre- resulta o no debidamente funda­
mentada.

Donde tiene sentido preguntarse por la fundamentación en
Derecho de una diferenciación normativa es, sobre todo. cuando la
singularización entre categoriaa personales se realiza en la propia
disposición, atnlluyendo a las mismas reglmenes jnridicos diver­
sos, pues entonces es procedente in~ sobre las razones de la
diferenciación y su justificación consutucional, en razón del fin
pe!'Se$uido por la norma y del criterio utilizado por e! \egis\ador
para mtroducir diferencias en el seno del grupo sometidO a un

~enjnridico común (Sentencia 2211981, de 2 de julio; 34/1981,
de 10 de noviembre, y 15/1983, de 2 de agosto).

Sin embargo, la situación puede ser. distinta cuando nos
encontramos ante una previa diferenciación 'de regímenes jurídicos
y una norma posterior establece una regulación diferente para
supoestos de hechos comprendidos en cada uno de dichos distintos
reglmenes jurldicos. No se puede exigir una ignaIdad de trato al
legislador cuando trata de extraer consecuencias jnridicas diversas
de situaciones que estaban originariamente en una situación
jnridica distinta, siempre que el criterio adoptado por el legislador
sea esa diferenciación de régimen juridico, y la finalidad perseguida
por la norma diferenciadora sea coherente con esa diferenciación
de partida. Incluso podria afirmarse que esa regulación distinta,
consecuencia y consecuente a una previa diversificación de~en
jnridico, no seria calificable como «diferenciado"", a los efectos de!
principio de iaua1dad. porque filltaria e! supuesto mismo -la común
posición en,el ordenámiento- que haria exigible el trato ignaI. En
este caso si se'pretendiera, pese a ello, la comparación, podria
concluirse que se estaba ante una «Selección arbitraria del término
de comparació"" (Sentencia 121/1984).

b) ~:r:almenteiecordar que, también de conformidad
con una . doctrina constitucional, el juicio de ~dad
tiene su sentido exclusivo en la evitación o reparación de discrimi­
naciones -en este caso, diferenciaciones normativas-9 carentes de
todo basamento objetivo y no en la determinación de cuáles sean
las opciones «mejores» O «más adecuadas» que pudiera haber
acogido e!lagislador -Sentencias 75/1983, de 3de agosto, y 6/1984,
de 24 de enen>-, habiendo ya advertido este Tribunal, respecto del
juicio de igualdad sobre la acción de la Administración, que no es
su función examinar la oportunidad del criterio adoptado ni su
mayor o menor adecuación al fin perseguido, ni decir 51 es el mejor
de los posibles que pueden aplicarse. La función del Tribunal
Constitucional es solamente resolver si en este caso concreto la
decisión de la Administración uede calificarse de arbitraria y
discriminatoria» (Sentencia 65/1~82, de 10 de noviembre). Obvio
es decir que as! igualmente habrá de entenderse en relaci6n con la
acción del legislador.

7. La aplicación de la doctrina constitucional, que se deja
sumariamente expues~ al presente caso conduce a reconocer la
inconsistencia de la queja formulada por los recurrentes con .
invocación del art. 14 de la C.E, la cual se aprecia, no tanto por
la existencia de una fundamentación razonable en la supuesta
diferenciación introducida J?.Or las disposiciones controvertidas,
sino cuanto por la insusceptlbilidad de comparar jnridicamente y
a los efectos constitucionales aqul relevantes. las situaciones
personales que los demandantes estimaJl' «iguales». Ocurre, en
definitiva, que no es identificable un terti"", comparalionis digno
de tal nombre, se¡ún las razones siguientes:

a} Los demandantes ciúan la identidad de posición entre ellos
y los Profesores a¡regados a los que la Ley de Reforma Universita­
:al~ en el Cuerpq de Catedráticos de Universidad en su

. común de Catedráticos. Esta tesis incurre en el olvido de
que'" misma~ón que realiza tal equiparación de status
funCIonal a>isDosición transitoria sélltima. 2, de dicha Ley) es,
precisamerite, .la .q¡¡e parte, para subsanarla o abolirla, de una
diferenciación jurtdica previa, como fue la basta entonces existente
entre los Cuerpos de Profesores Agregados y de Catedráticos de
Universidad, es decir, las personas a las que se extiende la
aplicación de la referida disposición transitoria son Catedráticos de
una muy peculiar condición: Catedráticos convertidos en tales por
la misma norma controvertida, que se encuentran, por ello, en una
~ción adminisuativa distinta a quienes formaban ya parte del
cuerpo en el que ahora se integrluL

Esto nos Ileva,¡o dos constataciones claras, confloyentes ambas
en el reconocimiento de la impropia identificación por los actores
del término de comparación con el que pretenden ser cotejados.

. En primer Iuaat, e! legislador no ha introducido diferenciación
al¡una entre categoriaa personales, pues ha tomado como criterin
para la sin¡ularüación normativa una diversa realidad jnridica
preexistente y diversa, que es constatable, no por aprectaciones
subjetivas siempre expuestas al arbitrio, sino del modo más nítido
que pueda concebirse en Derecho, cual es, la existencia de un
ftgimen jnridico distinto, que elimina toda sospecha de manipula.
c10n legislativa artificiosa en e! interior de una categoria personal
antes homogénea, porque esta identidad de partida no existía en
modo alguno.

En segundo Iuaat, y en relación necesaria con lo anterior, es de
advertir que, una vez admitida por los recurrentes la integración de
los Profesores a¡regados desde una Posición jurldica basta entonces
distinta, una norma oespeciaho, no direnciadora, era inesquivable y
que, aunque otra cosa parezca pretenderse en la demanda, los
recurrentes no discuten esta exigencia necesaria de especialidad en
e! ámbito personal de aplicación de la norma, sino sólo su
contenido normativo que tachan de discriminatorio, al estimarlo
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perjudicial {'ara sus legítimos intereses. Este planteamiento de la
queja consUtucional conduce a privarle de consistencia jurídica
desde la perspectiva del art. 14 de la C.E., pues la regla de igualdad
sirve para enjuiciar la corrección de las diferenciaciones introduci­
das por la norma no para, una vez admitida la necesidad en
derecho de un régimen juridico especifico, valorar si el contenido
preceptivo de que se trata es o no el mejor o menos perjudiciaL

Adoptada la determinación legislativa de integración era impre­
cindible establecer el modo de realizarla, y esta misma exigencia de
especialidad en la ordenación legislativa responde a la peculiaridad
de un supuesto irrepetible, que traía su sin¡ularidad, segÚD se ha
dicho, de la diversidad juridica de régimen que se suprime; por ello
no es acertado considerar que la «diferencia» denunciada en la
demanda lo fuese a resultas de la previsión de un cierto ré,s!men de
«Derecho transitorio", pues no estamos ante grupos cuya identidad
de posición sólo queda alterada J.>Or el criterio «tiempo», esto es,
por la acomodación dé las situaciones preexistentes a una legisla­
ción sobrevenida y, por ello, aun siendo la norma~ imDU&Dada
una disposición transitoria, no es imputable a esta cualidail1órmal
diferenciación alguna entre grupos personales que contase, al
tiempo de su adopción, de una identidad básica de posición en el
ordenamiento juridico. J

En resumen, los recurrentes incurren en el error exeaético de
controvertir solamente el contenido, calificado de lesivo para sus
intereses, de una disposición necesariamente especial, sin advertir
que la reala del arto 14 de la C.E. establece la interdioción de la
desigualdad injustifieda o arbitraria, y no lo que podrla llamarse
proscripción de los petjuicios ocasionados por los cambios legislati­
vos; desconocen con dicho planteamiento que éste podría, en
hipótesis, fundamentar i$ua1 queja de los Profesores~os que
se integran, si la resolUCIón normativa hubiese sido cualquiera de
las auspiciadas en la demanda. .

b) El legislador no ha alterado el reg]men de adjudicación de
determinadas plazas de Catedráticos, quebrando la regla de .1­
dad de oportunidades» en petjuiCIO de los recurrentes, m ha
establecido «diferenciación»- normativa que pueda someterse a
control de constitucionalidad para apreciar su conformidad al
canon de razonabilidad presente en el mencionado art. .14 por la
razón clara de que lps recurrentes y los antiguos Profesores
agregados -sólo abora 'equiparados por el legisl8dor- no eran,
respecto de las plazas a que se refiere la disposición transitoria
séptima, 2, de la Ley. de Reforma Universitaria, grupos en
identidad de posición. A este respecto, la controversia sobre si las
plazas que venían. siendo ocupadas por los Profesores, abora
Catedráticos, son o no de «llueva creaciÓn»~ no alcanzar otro
nivel que el de disputa estérilmente verbalista, dado que el hecho
juridico indiscutible, aancionado por el ordenamiento, es que
aquellas plazas estaban ocupadas en propiedad por quienes adqui­
rieron, por voluntad de la~á~condietón de Catedráticos, y esta
constatación basta para de la tesis de que, respecto a las
mismas. la posición de unos y otros era la misma.

Esa innegable diversidad de situación haoe también desestima­
ble la afirmación de que los demandantes fueron ile&ftimamcnte
preteridos en el posible acceso a unas plazas que, sean nuevas o
simplemente transformadas, sólo podrlan calificarse de «desiert8S1t
por un razonamiento artificial, desli¡ado de la Ra1idad juridica
preexistente. Cabe asI concluir, en este extremo, que el derecho
subjetivo a concursar, en el que se afirma haberse producido la
discriminación, nace sólo para sus potenciales titulares de la previa
existencia de una plaza vacante y del procedimiento adnúnistrativo
ulterior que haga posible su provisión y, en el presente caso, ni
existian plazas vacantes ni la posición juridica de los demandantes
es equiparable a la de los Profesores a¡repdos, a quienes, en IU
nueva condición de Catedráticos, se les mantienen en las plazas de
las que eran titulares'a traVés de la acljudicación diRcta de las
mismas.

No estarnos, por' tanto, en presencia de una norma que,
introduciendo diferenciaciones inexistentes en unaca~hom<>­
génea, haya deparado la vulneración del derecho a la igualdad del
art. 14 de la C.E. Procede, pues, ere- el amparo en cuanto se
fundamenta en la invOC8C1ón de dicho derecho.

8. Se alega también en la demanda ~o la cobertura del
arto 103.3 de la C.E., el derecho de acceso a la función pública de
acuerdo con los principios de mérito y capacidad. Esta alegación
nada añade al planteamiento basado en los derechos reconocidos
en los arts. 14 Y 23.2 de la misma Ley fundamentaI. al último de
los cuales se hará referencia a continuación. Es indudab1e que,
aunque dicho art. 103.3 no es, por s! solo, invocable en amparo, la
interpretación sistemática de la C.E. lleva a considerar, cuando se
alega en conexión con el 23.2 y por la relación reciproca que existe
entre ambos, que este último precepto «impone la obligac¡ón de no
exigir para el acceso a la función pública requisito o condición
a18una que no sea referible a los indicados preceptos de mérito y
capacidad» (Sentencia 50{1986, de 23 de abril).

Esta consideración no altera, sin embargo, la identidad propia
del precepto contenido en el art. 103.3, pues en esta disposición se

contiene una regla para la adjudicación de puestos y funciones, no
para la delimitación lubjellva del ámbito de aplicación de las
convocatorias que se abren para su provisión, y así han de
entenderse los casos en Que este Tribunal no ha considerado
ilegitimas, en s! mismas, las pruebas de carácter restringido
(Sentencia 50{1986, de 23 de abril, y Auto 13{1983, de 12 de enero).
En su virtud, el arto 103.3 no significa que todos cnantos se
consideren capaces y con méritos tJuedan pretenderse aspirantes a
una cierta función o a la proviSIón de una vacante, sino que,
delimitado el clrculo de aspirantes por una norma no disconforme
con el art. 23.2 de la c.E., la resolución del procedimiento de
selección habrá de priarse sólo por aquellos criterios de mérito y
capacidad.

En el presente caso no se controvierte este extremo; la disposi.
ción ttansitoria tantas veces citada confirma en sus propias plazas
a quienes convierte en Catedráticos de Universidad y esta opción
legislativa sólo podrla ser recusada, si ello no quedase ya absorbido
en la fundamentación expuesta respecto al art. 14, ~r la supuesta
eliminación, en la norma misma, de toda posibilidad de acceso
igualitario de los demandantes a las hipotéticas pruebas selectivas
que se califican de necesarias; pero en tal caso la referencia no sería
del art. 103.3, sino el derecho fundamental a acceder en condici<>­
nes de igualdad a las fuuciones y cargos públicos con los requisitos
que señalen las Leyes, es decir, al arto 23.2.

9. El derecho fundamental reconocido en el art. 23.2 tiene
como contenido específico que no se produzcan acepciones o
pretericiones ad personam en el acceso a las funciones públicas.
Como ha declarado este Tribuual en la Sentencia 50/1986, de 23 de
abril, «10 que, como conexión del principio general de i8ua1dad,
otorga el art. 23.2 a todos los españoles es un derecho de carácter
puramente reaccional para impugnar ante la jurisdicción ordinaria
y, en último término, ante este Tribunal toda norma o toda
aplicacióD concreta de una norma que quiebre la igualdad. La
remisión que el propio precepto hace a las Leyes obliga a entender,
en consonancia con los datos que ofrece la experiencia, que la
igualdad se predica sólo de las condiciones establecidas para el
acceso a todo cargo o función, no a todQs ellos, y que, por lo tanto,
pueden "ser distintos los requisitos o condiciones que los cíudada­
nos deben reunir~ aspirar a los distintos cargos o funciones. sin
que tales diferenClBS (posesión de determinadas titulaciones, edades
mínimas o máXimas, antigUedad mínima en cada empleo o
función, cte.) puedan ser consideradas lesivas de la igualdad. La
exigencia que así considerada en sus propios términos deriva del
art. 23.2 de la Constitución Española es la de que las reglas de
procedimiento para el acceso a los caIgOS y funCIOnes públicas y,
entre tales reglas, las convocatorias de concursos y oposiciones se
establezcan en ténninos generales y abstractos y no mediante
referencias individua1jzadas y concretas como ya dijimos en
nuestra Sentencia 42{1981, de 22 de diciembre, pues tales referen·
cias son incompatibles con la igua1dad».

En el \""CSC!'te caso, ni se ha producido el supuesto del que nace,
en cada ..tuación concreta, el derecho subjetivo así gartUll1Zado (la
resolución adnúnistrativa por la que se decida la provisión de una
nueva plaza), ni cabe reprochar al legislador haber orientado su
acción «mediante referencias individuales y concretaS». Como ya
se señaló, la Ley de Reforma Universitaria no crea nuevas plazas
de Catedrátidos de Universidad, sino que confirma en las suyas
propias a los Profesores asresados que adquieren dicha condicIón
por disposición de la propia Ley, y así lo reconocen los propios
demandantes cuando alegan Que, aunque formalmente: no se crean
nuevo~ materialmente sería de reconocer tal innovación,
debiendo el 1e&islador haber hecho posible el concurso entre las
citadas~1ls evidente que un planteamiento que se retrotrae
a lo que ellqislador «debió hacer» resta sentido a la invocación del
derecho de art. 23.2, porque esa protesta de los recurrentes acredIta
que no se F.odujo la situación de plazas vacantes de la cual nace
la pretensióD de optar a ellas con fundamento en el derecho
constitucional invocado.

10. Es obvio que lo anterior no significa que la regla del
art. 23.2 DO opere como limite a la acción del legislador.

En este sentido, resultaria contrario al derecho enunciado en
este J!'CC"Pto, en primer 1'!JlU" cualquier reserva, explicita o
encubIerta, de funciones públicas ad pers01llJm y, en segundo, la
alteración del régimen jurídico estableci.'do para la provisión de
determinadas plazas funcionariales por medio de una Ley singular.
Ninguno de dichos dos supuestos ha ocunido en el caso de autos.

No ha hahido adscripetón personal por Ley a personas indivi­
dualmente seleccionadas, sino que el 1e&islador se ha ceñido a
mantener en sus plazas a funcionarios a los que atribuye distinta
cate80ria, identificados de modo abstracto y en virtud del hecho
objetivo de ha1Iarse ya ocupando en propiedad determinadas
plazas. •

No se ha alterado por la disposición transitoria séptima, 2, el
anterior régimen legal de provisión para plaza al,una Que resultase
as! sustraída al ordenamiento común de la funCIón pública. Se ha
limitado a dietar una norma especial para resolver la Integración de
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un Cuerpo de funcionarios en otro distinto, cuyos respectivos
componentes se encuentran en posiciones de diversidad jurídica
relevante, sin que el criterio elegido por el legislador pueda tacbarse
de arbitrario. ~

En conclusión, tampoco se ha vulnerado el derecho protegido
por el arto 23.2, ni en su consideración aislada ni en su conexión
con el art. 103.3, ambos de la Constitución.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTITU­
C10N DE LA NACION ESPANOLA,

32274 Sala Primera. Recurso de amparo nÚln. 771/1985.
Sentencia núm. 14911986, dE.26 dE noviembre.

La Sala. Primera del Trihunal Constitucional, comPUeSta llOI'
don. FranClsco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
RubIO L1orent.. don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don
Antonio Truyol SemI, don Eugenio Díaz Eimil y don Mi¡uel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Femr, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recuno de amparo núm. 771/1985. promovido por don
Evaristo Segur Pifemr, representado llOI' el Procurador don José
Granados Weil, y defendido por el Letrado don Francisco A. Geü
Simón, contra Auto de la Sección Primera de lo Penal de la
Audiencia Nacional &":t:;:¡nforma otros anteriORl de dicha Seo­
ción y del Juzgado de Instrucción núm. 3 por lo Q,ue se
deniega la notificación solicitada por el actor de su procesaDl1ento,
por su situación de rebeldía, en el sumario se¡uído por evasión de
divisas.

Ha sido parte el Ministerio Fiscal YPonente el Magistrado don
Eugenio Díaz EimiI, quien expresa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

1. Don Evaristo Segur Piferrer, mediante escrito presentado
por el Procttrador don José Granados Weil el6 de asosto de 1985,
Interpuso demanda de amparo, que fundamenta en los siguientes
hechos:

al El JUZP.do Central de Instrucción núm. 3, en el sumario
7/1985, lDstruldo por el supuesto delito de evasión de divisas, dictó
Auto de procesamiento contra diversas personas y, entre eUas,
contra el aetual demandante del amparo, quien, al tener conoci­
mIento de dicha resolución a través de los nledios de comunica­
ción, compareció en dicho sumario por eserito de su Abopdo en
el que solicita",! le fuera notificada en legal forma, para poder
e¡ercttar los perbnentes derechos de defensa, recayendo providen­
cIa de fecha 21 de mayo de 1985, por la que se declaró no haber
lugar a lo pedido.

b) Contra dicha providencia se formuló recuno de reforma y
subsIdiario de apelación, siendo el primero de ellos desestimado
por providencia de 28 de mayo en atención· a que el seI10r Sesur
Piferrer está declarado rebelde en el sumario. ..

el Interpuesto recuno de apelación contra dicha providencia,
el Juzgado Central denCJÓ su admisión y subsiguiente remisión de
las actuacIones a la Audiencia Nacional por Auto de 1 de junio en
el que se considera que la situación en rebeldía del procesado,
contra ~l "'!a1 se. ha decretado prisión incondicional, impide que
pueda e¡emtar _o de los derechos que la Ley concede, basta
tanto no comparezca penonalmente en el proceso a responder de
las acusaciones que se le formulan.

di Interpuesto recutSO de queja ante la Audiencia Nacional,
ésta o desestimó por Auto de 1S de julio, cnnsiderando que no se
habia producido la indefensión, ni la violación de los principios
constitucionales alegados. .. .

2. El demandante invoca el art. 24.2 de la c.E., alegando que
las resoluciones judiciales recurridas le niegan reiteradamente el
derecho a su defensa con base en haber sido declarado en rebeldía,
sin atender a las posibles causas que le hayan impedido comparecer
penonalmente, aunque estima que tales causas serian innecesarias,
ya que el derecho de defensa debe de poden< ejercitar en todo caao
y mediante la 01lQl'lUna asistencia de Letrado.

Solicita la nulidad de las resoluciones recurridas y la concesión
del derecho de defensa del delito que se le imputa, mediante el uso

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 25 de noviembre de 1986.-Firmado: Fran-
cisco Tomás y Valiente.-Gloria Segué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Luis Díez Picazo.-Antonio Truyol Serra.-Fernando Gar­
da-Mon González-Regueral. Carlos de la Vega Bcnayas.-Eugenio
D!az Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero Bravo-Ferrer.-Jesús Leguina
Vllla.-Lu.s López Guerra.-Rubricados. .

de los medios de defensa y recuno que la Ley le concede en la
jurisdioción ordinaria que conoce de la causa.

3. Prol'uesta en providencia de 23 de octubre la posible
inadmisibilidad del recurso por defecto en el poder del Procurador
y presentados los respectivos escritos~ Ministerio FISCal r.del
demandante, que acompañó poder ori¡inaI, se acordó admillr a
trámite la demanda con reclamación de las actuaciones judiciales
y emplazamientos de quienes sean parte en el mismo.

4, El 19 de marzo siguiente, la Sección rechazó la comparecen­
cia de don Antonio Bamola Laporta, don José Luis Zubicaray
Oteiza y don Vicente Pedret CarceUer r doña Adela Cemente
Ribas y acordó acusar recibo de las aetuaelones judiciales remitidas
y conceder al demandante y al Ministerio Fiscal plazo de veinte
dIas para presentación de sus respectivas alegaciones.

S. El solicitante de amparo presentó escrito de 21 de abril,
formulando, fundamentalmente, las alegaciones siguientes:

La IUJUIIlCIltación básica de las diversas Resoluciones dictadas
por elJuzPdo Central de Instruoción nÚID. 3 y Sección Primera de
lo Penal de la Audiencia Nacional se resume en que el inculpado
contra el que se ha diri¡ido la requisitoria para prestar declaración
ante unas actuaciones penales y que al no comparecer ha sido
declarado en rebeldía, y que es prooesado en tal estado sin haber
sido oído, no puede comparecer, formular alegaciones, ni proponer
pruebas en su defensa mediante la correspondiente representación
procesal a través de Procurador causídico y ~o la dirección
letrada si previamente no comparece a COnstltuíne en la prisión
incondicional que le ha sido decretada· en el Auto de procesa­
miento, y permanecer en tal situación,· momento en el que ya
podria propo,:,~~las pruebas exculpatorias que pudieran
acarrear la m' .ón de su situación de privación de libertad.

Es decir, aunque no conste en debida forma, que fue requerido
por la Policia (a la que atendió en el presente caao tanto en el
registro ~cado en su domicilio como compareciendo con
posterioridad ante la misma para declarar sobre los hechos respecto
a los cuales fue preguntado), no habiendo sido citado, por el
contrario, por el Juz¡adp; sin que haya podido justificar que la
razón de salida de EspaDa no obedecia al deseo de eludir la acción
de la Justicia sino al cumplimiento de las obligaciones inherentes
a su cargo diplomático, que desde luego continúa ostentando; que
ha sufrido una IlllYe enfermedad canliaca de la cual está aón en
tratamiento y • control médico muy especiaIizado; que goza de
status dip'IOmático,~~,por razón de su nacionalidad extranjera
y no res1dencía en imposibilitan que pueda ser acusado de
un supuesto tráfico de divisas; que ha poseldo y posee cuentas
bancarias en divisas extranjeras en España por razón de su
nacionalidad y residencia, en las cuales libre y legalmente ha
venido efectuando-diversas operaciones en moneda extranjera; que
representaria un absurdo que se dedicase a tráfico de divisas tal
como sacar o bacF sacar subrepticiamente de España pesetas para
situarlas en otra divisa en el extranjero en contravención de la
normativa vigente; sin que pueda alegar tampoco la inconstitucio­
nalidad de la Ley 40/1979 l'!" no tener el rango de Orgánica y
precisarlo según la Constitución Española; de que la Ley Or¡ánica
10/1983 no es aplicable en cuanto a una posible pena de privación
de libertad, por ser contraria a la normativa comunitaria de
aplicación directa en España desde el I de enero del corriente año,
y otros. muchos medios de defensa alegabIes en dicho procedí­
miento, no siendo en este lugar procedente para efectuarlo por
tratar1e simplemente de un recuno de amparo contra una Resol~
ción judicial definitiva que concuk:a derechos constitucionales de
un Cludadano.

La Constitución Española en su art. 24.2 establece que «asi­
mismo todos tienen derecho al Juez ordinario determinado llOI' la
Ley a la defensa y asistencia de Letrado, a ser infomtados de la
acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilacio­
nes indebidas y con todas las garantlas a utilizar los medios de
prueba pertinentes para su defensa., a no declanlr contra si mismo,
a no confesarse cuipable, y a la presunción d~ inocend....


